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El propósito de la presente Convención es promover la cooperación para prevenir y 
combatir más eficazmente la delincuencia organizada transnacional.

FinalidadArtículo 1

Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional1 

Para los fines de la presente Convención:

DefinicionesArtículo 2

a. Por “grupo delictivo organizado” se entenderá un grupo estructurado de tres 
o, más personas que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamen-
te con el propósito de cometer uno o más delitos graves o delitos tipificados 
con arreglo a la presente Convención con miras a obtener, directa o indirecta-
mente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material;

b. Por ”delito grave” se entenderá la conducta que constituya un delito punible 
con una privación de libertad máxima de al menos cuatro años o con una pena 
más grave;

c. Por ”grupo estructurado” se entenderá un grupo no formado fortuitamente 
para la comisión inmediata de un delito y en el que no necesariamente se haya 
asignado a sus miembros funciones formalmente definidas ni haya continui-
dad en la condición de miembro o exista una estructura desarrollada;

d. Por “bienes” se entenderá los activos de cualquier tipo, corporales o incorpora-
les, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, y los documentos o instrumen-
tos legales que acrediten la propiedad u otros derechos sobre dichos activos;

e. Por ”producto del delito” se entenderá los bienes de cualquier índole deriva-
dos u obtenidos directa o indirectamente de la comisión de un delito;

01

1 Asamblea Legislativa de la República de Panamá. (2004). Ley 23 de 7 de julio de 2004, por la cual se aprueban 
la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus protocolos comple-
mentarios. Gaceta Oficial No. 25,095, 16 de julio de 2004. https://docs.panama.justia.com/federales/leyes/23-
de-2004-jul-16-2004.pdf [docs.panam...justia.com]Judicial y Procesal Penal y adopta Medidas contra las Activi-
dades Relacionadas con el Delito de Delincuencia Organizada (Gaceta Oficial N.° 27446-B de 3 de enero de 2014).
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f. Por ”embargo preventivo” o ”incautación” se entenderá la prohibición temporal de 
transferir, convertir, enajenar o mover bienes, o la custodia o el control temporales 
de bienes por mandamiento expedido por un tribunal u otra autoridad competente.

g. Por ”decomiso” se entenderá la privación con carácter definitivo de bienes 
por decisión de un tribunal o de otra autoridad competente;

h. Por ”delito determinante”se entenderá todo delito del que se derive un pro-
ducto que pueda pasar a constituir materia de un delito definido en el artículo 
6 de la presente Convención;

i. Por “entrega vigilada” se entenderá la técnica consistente en dejar que re-
mesas ilícitas o sospechosas salgan del territorio de uno o más Estados, lo 
atraviesen o entren en él, con el conocimiento y bajo la supervisión de sus 
autoridades competentes, con el fin de investigar delitos e identificar a las 
personas involucradas en la comisión de éstos;

j. Por “organización regional de integración económica” se entenderá una or-
ganización constituida por Estados soberanos de una región determinada, a 
la que sus Estados miembros han transferido competencia en las cuestiones 
regidas por la presente Convención y que ha sido debidamente facultada, de 
conformidad con sus procedimientos internos, para firmar, ratificar, aceptar o 
aprobar la Convención o adherirse a ella; las referencias a los “Estados Par-
te” con arreglo a la presente Convención se aplicarán a esas organizaciones 
dentro de los límites de su competencia.

Ambito de aplicaciónArtículo 3

1. A menos que contenga una disposición en contrario, la presente Conven-
ción se aplicará a la prevención, la investigación y el enjuiciamiento de:

a) Los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la pre-
sente Convención; y

b) Los delitos graves que se definen en el artículo 2 de la presente Con-
vención; cuando esos delitos sean de carácter transnacional y entrañen la 
participación de un grupo delictivo organizado

2. A los efectos del párrafo 1 del presente artículo, el delito será de carácter 
transnacional si:
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a) Se comete en más de un Estado;

b) Se comete dentro de un solo Estado pero una parte sustancial de su 
preparación, planificación, dirección o control se realiza en otro Estado;

c) Se comete dentro de un solo Estado pero entraña la participación de un grupo 
delictivo organizado que realiza actividades delictivas en más de un Estado; o

d) Se comete en un solo Estado pero tiene efectos sustanciales en otro Estado.

Protección de la soberaníaArtículo 4

1. Los Estados Parte cumplirán sus obligaciones con arreglo a la presente 
Convención en consonancia con los principios de igualdad soberana e inte-
gridad territorial de los Estados, así como de no intervención en los asuntos 
internos de otros Estados.

2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención facultará a un Estado 
Parte para ejercer, en el territorio de otro Estado, jurisdicción o funciones que 
el derecho interno de ese Estado reserve exclusivamente a sus autoridades.

Penalización de la participación en un 
grupo delictivo organizadoArtículo 5

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) Una de las conductas siguientes, o ambas, como delitos distintos de 
los que entrañen el intento o la consumación de la actividad delictiva:

i) El acuerdo con una o más personas de cometer un delito grave con un 
propósito que guarde relación directa o indirecta con la obtención de un 
beneficio económico u otro beneficio de orden material y, cuando así lo 
prescriba el derecho interno, que entrañe un acto perpetrado por uno de 
los participantes para llevar adelante ese acuerdo o que entrañe la parti-
cipación de un grupo delictivo organizado;

ii) La conducta de toda persona que, a sabiendas de la finalidad y activi-
dad delictiva general de un grupo delictivo organizado o de su intención 
de cometer los delitos en cuestión, participe activamente en:
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a. Actividades ilícitas del grupo delictivo organizado;

b. Otras actividades del grupo delictivo organizado, a sabiendas de que su 
participación contribuirá al logro de la finalidad delictiva antes descrita;

b) La organización, dirección, ayuda, incitación, facilitación o asesora-
miento en aras de la comisión de un delito grave que entrañe la participa-
ción de un grupo delictivo organizado

Penalización del blanqueo 
del producto del delitoArtículo 6

2. El conocimiento, la intención, la finalidad, el propósito o el acuerdo a que 
se refiere el párrafo 1 del presente artículo podrán inferirse de circunstancias 
fácticas objetivas.

3. Los Estados Parte cuyo derecho interno requiera la participación deun 
grupo delictivo organizado para la penalización de los delitos tipificados con 
arreglo al inciso i) del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo velarán 
por que su derecho interno comprenda todos los delitos graves que entra-
ñen la participación de grupos delictivos organizados. Esos Estados Parte, 
así como los Estados Parte cuyo derecho interno requiera la comisión de un 
acto que tenga por objeto llevar adelante el acuerdo concertado con el pro-
pósito de cometer los delitos tipificados con arreglo al inciso i) del apartado 
a) del párrafo 1 del presente artículo, lo notificarán al Secretario General de 
las Naciones Unidas en el momento de la firma o del depósito de su instru-
mento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o 
de adhesión a ella.

1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamen-
tales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) i) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que esos 
bienes son producto del delito, con el propósito de ocultar o disimular el 
origen ilícito de los bienes o ayudar a cualquier persona involucrada en la 
comisión del delito determinante a eludir las consecuencias jurídicas de 
sus actos;
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ii) La ocultación o disimulación de la verdadera naturaleza, origen, ubica-
ción, disposición, movimiento o propiedad de bienes o del legítimo dere-
cho a éstos, a sabiendas de que dichos bienes son producto del delito;

b) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico:

i) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el mo-
mento de su recepción, de que son producto del delito;

ii) La participación en la comisión de cualesquiera de los delitos tipifica-
dos con arreglo al presente artículo, así como la asociación y la confabu-
lación para cometerlos, el intento de cometerlos, y la ayuda, la incitación, 
la facilitación y el asesoramiento en aras de su comisión.

2. Para los fines de la aplicación o puesta en práctica del párrafo 1 del pre-
sente artículo:

a) Cada Estado Parte velará por aplicar el párrafo 1 del presente artículo a 
la gama más amplia posible de delitos determinantes;

b) Cada Estado Parte incluirá como delitos determinantes todos los deli-
tos graves definidos en el artículo 2 de la presente Convención y los deli-
tos tipificados con arreglo a los artículos 5, 8 y 23 de la presente Conven-
ción. Los Estados Parte cuya legislación establezca una lista de delitos 
determinantes incluirán entre éstos, como mínimo, una amplia gama de 
delitos relacionados con grupos delictivos organizados;

c) A los efectos del apartado b), los delitos determinantes incluirán los de-
litos cometidos tanto dentro como fuera de la jurisdicción del Estado Par-
te interesado. No obstante, los delitos cometidos fuera de la jurisdicción 
de un Estado Parte constituirán delito determinante siempre y cuando el 
acto correspondiente sea delito con arreglo al derecho interno del Estado 
en que se haya cometido y constituyese asimismo delito con arreglo al de-
recho interno del Estado Parte que aplique o ponga en práctica el presente 
artículo si el delito se hubiese cometido allí;

d) Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones 
Unidas una copia de sus leyes destinadas a dar aplicación al presente 
artículo y de cualquier enmienda ulterior que se haga a tales leyes o una 
descripción de ésta;
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e) Si así lo requieren los principios fundamentales del derecho interno 
de un Estado Parte, podrá disponerse que los delitos tipificados en el 
párrafo 1 del presente artículo no se aplicarán a las personas que hayan 
cometido el delito determinante;

f) El conocimiento, la intención o la finalidad que se requieren como ele-
mento de un delito tipificado en el párrafo 1 del presente artículo podrán 
inferirse de circunstancias fácticas objetivas.

Medidas para combatir 
el blanqueo de dineroArtículo 7

1. Cada Estado Parte:

a) Establecerá un amplio régimen interno de reglamentación y supervisión 
de los bancos y las instituciones financieras no bancarias y, cuando proce-
da, de otros órganos situados dentro de su jurisdicción que sean particular-
mente susceptibles de utilizarse para el blanqueo de dinero a fin de prevenir 
y detectar todas las formas de blanqueo de dinero, y en ese régimen se hará 
hincapié en los requisitos relativos a la identificación del cliente, el estable-
cimiento de registros y la denuncia de las transacciones sospechosas;

b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación de los artículos 18 y 27 de la 
presente Convención, que las autoridades de administración, reglamenta-
ción y cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas de comba-
tir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al 
derecho interno, las autoridades judiciales), sean capaces de cooperar e 
intercambiar información a nivel nacional e internacional de conformidad 
con las condiciones prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará 
la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia financiera que 
sirva de centro nacional de recopilación, análisis y difusión de información 
sobre posibles actividades de blanqueo de dinero.

2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de aplicar medidas viables 
para detectar y vigilar el movimiento transfronterizo de efectivo y de títulos ne-
gociables pertinentes, con sujeción a salvaguardias que garanticen la debida 
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1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

utilización de la información y sin restringir en modo alguno la circulación de 
capitales lícitos. Esas medidas podrán incluir la exigencia de que los particula-
res y las entidades comerciales notifiquen las transferencias transfronterizas 
de cantidades elevadas de efectivo y de títulos negociables pertinentes.

3. Al establecer un régimen interno de reglamentación y supervisión con arre-
glo al presente artículo y sin perjuicio de lo dispuesto en cualquier otro artículo 
de la presente Convención, se insta a los Estados Parte a que utilicen como 
guía las iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, interregiona-
les y multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero.

4. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación 
a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judicia-
les, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera a fin de combatir 
el blanqueo de dinero.

Penalización de la corrupciónArtículo 8

a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, 
directa o indirectamente, de un beneficio indebido que redunde en su 
propio provecho o en el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho 
funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus 
funciones oficiales;

b) La solicitud o aceptación por un funcionario público, directa o indirecta-
mente, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en 
el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe o se 
abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales.

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legis-
lativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito los ac-
tos a que se refiere el párrafo 1 del presente artículo cuando esté involucrado 
en ellos un funcionario público extranjero o un funcionario internacional. Del 
mismo modo, cada Estado Parte considerará la posibilidad de tipificar como 
delito otras formas de corrupción.
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3. Cada Estado Parte adoptará también las medidas que sean necesarias para 
tipificar como delito la participación como cómplice en un delito tipificado con 
arreglo al presente artículo.

4. A los efectos del párrafo 1 del presente artículo y del artículo 9 de la presente 
Convención, por “funcionario público” se entenderá todo funcionario público o 
persona que preste un servicio público conforme a la definición prevista en el 
derecho interno y a su aplicación con arreglo al derecho penal del Estado Parte 
en el que dicha persona desempeñe esa función.

Medidas contra la corrupción

Responsabilidad de las personas jurídicas

Artículo 9

Artículo 10

1. Además de las medidas previstas en el artículo 8 de la presente Convención, 
cada Estado Parte, en la medida en que proceda y sea compatible con su orde-
namiento jurídico, adoptará medidas eficaces de carácter legislativo, adminis-
trativo o de otra índole para promover la integridad y para prevenir, detectar y 
castigar la corrupción de funcionarios públicos.

2. Cada Estado Parte adoptará medidas encaminadas a garantizar la interven-
ción eficaz de sus autoridades con miras a prevenir, detectar y castigar la co-
rrupción de funcionarios públicos, incluso dotando a dichas autoridades de 
suficiente independencia para disuadir del ejercicio de cualquier influencia in-
debida en su actuación.

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de confor-
midad con sus principios jurídicos, a fin de establecer la responsabilidad de 
personas jurídicas por participación en delitos graves en que esté involucrado 
un grupo delictivo organizado, así como por los delitos tipificados con arreglo 
a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención.

2. Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la responsabilidad 
de las personas jurídicas podrá ser de índole penal, civil o administrativa.
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3. Dicha responsabilidad existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal que 
incumba a las personas naturales que hayan perpetrado los delitos.

4. Cada Estado Parte velará en particular por que se impongan sanciones pe-
nales o no penales eficaces, proporcionadas y disuasivas, incluidas sanciones 
monetarias, a las personas jurídicas consideradas responsables con arreglo al 
presente artículo.

Proceso, fallo y sancionesArtículo 11

1. Cada Estado Parte penalizará la comisión de los delitos tipificados con arre-
glo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención con sanciones que 
tengan en cuenta la gravedad de esos delitos.

2. Cada Estado Parte velará por que se ejerzan cualesquiera facultades lega-
les discrecionales de que disponga conforme a su derecho interno en relación 
con el enjuiciamiento de personas por los delitos comprendidos en la presente 
Convención a fin de dar máxima eficacia a las medidas adoptadas para hacer 
cumplir la ley respecto de esos delitos, teniendo debidamente en cuenta la ne-
cesidad de prevenir su comisión.

3. Cuando se trate de delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 
de la presente Convención, cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas, 
de conformidad con su derecho interno y tomando debidamente en considera-
ción los derechos de la defensa, con miras a procurar que al imponer condicio-
nes en relación con la decisión de conceder la libertad en espera de juicio o la 
apelación se tenga presente la necesidad de garantizar la comparecencia del 
acusado en todo procedimiento penal ulterior.

4. Cada Estado Parte velará por que sus tribunales u otras autoridades com-
petentes tengan presente la naturaleza grave de los delitos comprendidos en 
la presente Convención al considerar la eventualidad de conceder la libertad 
anticipada o la libertad condicional a personas que hayan sido declaradas cul-
pables de tales delitos.

5. Cada Estado Parte establecerá, cuando proceda, con arreglo a su derecho inter-
no, un plazo de prescripción prolongado dentro del cual pueda iniciarse el proceso 
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Decomiso e incautaciónArtículo 12

1. Los Estados Parte adoptarán, en la medida en que lo permita su orde-
namiento jurídico interno, las medidas que sean necesarias para autorizar 
el decomiso:

a) Del producto de los delitos comprendidos en la presente Convención o 
de bienes cuyo valor corresponda al de dicho producto;

b) De los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a ser uti-
lizados en la comisión de los delitos comprendidos en la presente Convención.

2. Los Estados Parte adoptarán las medidas que sean necesarias para permi-
tir la identificación, la localización, el embargo preventivo o la incautación de 
cualquier bien a que se refiera el párrafo 1 del presente artículo con miras a 
su eventual decomiso.

3. Cuando el producto del delito se haya transformado o convertido parcial 
o totalmente en otros bienes, esos bienes podrán ser objeto de las medidas 
aplicables a dicho producto a tenor del presente artículo.

4. Cuando el producto del delito se haya mezclado con bienes adquiridos de 
fuentes lícitas, esos bienes podrán, sin menoscabo de cualquier otra facultad 
de embargo preventivo o incautación, ser objeto de decomiso hasta el valor 
estimado del producto entremezclado.

5. Los ingresos u otros beneficios derivados del producto del delito, de bienes 
en los que se haya transformado o convertido el producto del delito o de bie-
nes con los que se haya entremezclado el producto del delito también podrán 

por cualquiera de los delitos comprendidos en la presente Convención y un plazo 
mayor cuando el presunto delincuente haya eludido la administración de justicia.

6. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará al principio de 
que la descripción de los delitos tipificados con arreglo a ella y de los medios 
jurídicos de defensa aplicables o demás principios jurídicos que informan la 
legalidad de una conducta queda reservada al derecho interno de los Estados 
Parte y de que esos delitos han de ser perseguidos y sancionados de confor-
midad con ese derecho.
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ser objeto de las medidas previstas en el presente artículo, de la misma ma-
nera y en el mismo grado que el producto del delito.

6. Para los fines del presente artículo y del artículo 13 de la presente Conven-
ción, cada Estado Parte facultará a sus tribunales u otras autoridades compe-
tentes para ordenar la presentación o la incautación de documentos banca-
rios, financieros o comerciales. Los Estados Parte no podrán negarse a aplicar 
las disposiciones del presente párrafo amparándose en el secreto bancario.

7. Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a un delin-
cuente que demuestre el origen lícito del presunto producto del delito o de 
otros bienes expuestos a decomiso, en la medida en que ello sea conforme 
con los principios de su derecho interno y con la índole del proceso judicial u 
otras actuaciones conexas.

8. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de 
los derechos de terceros de buena fe.

9. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará al principio de que 
las medidas en él previstas se definirán y aplicarán de conformidad con el 
derecho interno de los Estados Parte y con sujeción a éste.

Cooperación internacional 
para fines de decomisoArtículo 13

1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que ten-
ga jurisdicción para conocer de un delito comprendido en la presente Con-
vención con miras al decomiso del producto del delito, los bienes, el equipo u 
otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 12 de la presente 
Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida 
en que lo permita su ordenamiento jurídico interno:

a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una or-
den de decomiso a la que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o

b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cum-
plimiento en el grado solicitado, la orden de decomiso expedida por un 
tribunal situado en el territorio del Estado Parte requirente de conformidad 
con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 12 de la presente Convención 
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en la medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, el 
equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 12 que 
se encuentren en el territorio del Estado Parte requerido.

2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga Juris-
dicción para conocer de un delito comprendido en la presente Convención, el 
Estado Parte requerido adoptará medidas encaminadas a la identificación, 
la localización y el embargo preventivo o la incautación del producto del de-
lito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 
del artículo 12 de la presente Convención con miras a su eventual decomiso, 
que habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una 
solicitud presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado 
Parte requerido.

3. Las disposiciones del artículo 18 de la presente Convención serán aplica-
bles mutatis mutandis al presente artículo. Además de la información indi-
cada en el párrafo 15 del artículo 18, las solicitudes presentadas de confor-
midad con el presente artículo contendrán lo siguiente:

a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del 
presente artículo, una descripción de los bienes susceptibles de decomi-
so y una exposición de los hechos en que se basa la solicitud del Estado 
Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas para que el Estado 
Parte requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno;

b)  Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del 
presente artículo, una copia admisible en derecho de la orden de decomi-
so expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa la solicitud, 
una exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado 
de ejecución que se solicita dar a la orden;

c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artí-
culo, una exposición de los hechos en que se basa el Estado Parte requi-
rente y una descripción de las medidas solicitadas.

4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en 
los párrafos 1 y 2 del presente artículo conforme y con sujeción a lo dispues-
to en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o en los tratados, 
acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar vin-
culado al Estado Parte requirente.
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5. Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones 
Unidas una copia de sus leyes y reglamentos destinados a dar aplicación al 
presente artículo y de cualquier enmienda ulterior que se haga a tales leyes 
y reglamentos o una descripción de ésta.

6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencio-
nadas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo a la existencia de un tratado 
pertinente, ese Estado Parte considerará la presente Convención como la 
base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito.

7. Los Estados Parte podrán denegar la cooperación solicitada con arreglo 
al presente artículo si el delito al que se refiere la solicitud no es un delito 
comprendido en la presente Convención.

8. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de 
los derechos de terceros de buena fe.

9. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar tratados, acuer-
dos o arreglos bilaterales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia 
de la cooperación internacional prestada con arreglo al presente artículo.

1. Los Estados Parte dispondrán del producto del delito o de los bienes que 
hayan decomisado con arreglo al artículo 12 o al párrafo 1 del artículo 13 de 
la presente Convención de conformidad con su derecho interno y sus proce-
dimientos administrativos.

2. Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo 
al artículo 13 de la presente Convención, los Estados Parte, en la medida en 
que lo permita su derecho interno y de ser requeridos a hacerlo, darán con-
sideración prioritaria a la devolución del producto del delito o de los bienes 
decomisados al Estado Parte requirente a fin de que éste pueda indemnizar 
a las víctimas del delito o devolver ese producto del delito o esos bienes a 
sus propietarios legítimos.

Disposición del producto del delito 
o de los bienes decomisadosArtículo 14



16

Legislación sobre trata de personas y actividades conexas en Panamá

3. Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo 
a los artículos 12 y 13 de la presente Convención, los Estados Parte podrán 
considerar en particular la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos en el 
sentido de:

a) Aportar el valor de dicho producto del delito o de dichos bienes, o los 
fondos derivados de la venta de dicho producto o de dichos bienes o una 
parte de esos fondos, a la cuenta designada de conformidad con lo dis-
puesto en el apartado c) del párrafo 2 del artículo 30 de la presente Con-
vención y a organismos intergubernamentales especializados en la lucha 
contra la delincuencia organizada;

b) Repartirse con otros Estados Parte, sobre la base de un criterio general 
o definido para cada caso, ese producto del delito o esos bienes, o los 
fondos derivados de la venta de ese producto o de esos bienes, de con-
formidad con su derecho interno o sus procedimientos administrativos.

JurisdicciónArtículo 15

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para es-
tablecer su jurisdicción respecto de los delitos tipificados con arreglo a los 
artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención cuando:

a) El delito se cometa en su territorio; o

b) El delito se cometa a bordo de un buque que enarbole su pabellón o 
de una aeronave registrada conforme a sus leyes en el momento de la 
comisión del delito.

2. Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 4 de la presente Convención, un 
Estado Parte también podrá establecer su jurisdicción para conocer de tales 
delitos cuando:

a) El delito se cometa contra uno de sus nacionales;

b) El delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona 
apátrida que tenga residencia habitual en su territorio; o
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c) El delito:

i) Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al párrafo 1 del artículo 5 
de la presente Convención y se cometa fuera de su territorio con miras, a 
la comisión de un delito grave dentro de su territorio;

ii) Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al inciso ii) del apartado 
b) del párrafo 1 del artículo 6 de la presente Convención y se cometa fue-
ra de su territorio con miras a la comisión, dentro de su territorio, de un 
delito tipificado con arreglo a los incisos i) o ii) del apartado a) o al inciso 
i) del apartado b) del párrafo 1 del artículo 6 de la presente Convención.

3. A los efectos del párrafo 10 del artículo 16 de la presente Convención, 
cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para esta-
blecer su jurisdicción respecto de los delitos comprendidos en la presente 
Convención cuando el presunto delincuente se encuentre en su territorio y el 
Estado Parte no lo extradite por el solo hecho de ser uno de sus nacionales.

4. Cada Estado Parte podrá también adoptar las medidas que sean necesa-
rias para establecer su jurisdicción respecto de los delitos comprendidos en 
la presente Convención cuando el presunto delincuente se encuentre en su 
territorio y el Estado Parte no lo extradite.

5. Si un Estado Parte que ejerce su jurisdicción con arreglo a los párrafos 
1 ó 2 del presente artículo ha recibido notificación, o tomado conocimiento 
por otro conducto, de que otro u otros Estados Parte están realizando una 
investigación, un proceso o una actuación judicial respecto de los mismos 
hechos, las autoridades competentes de esos Estados Parte se consultarán, 
según proceda, a fin de coordinar sus medidas.

6. Sin perjuicio de las normas del derecho internacional general, la presente 
Convención no excluirá el ejercicio de las competencias penales estableci-
das por los Estados Parte de conformidad con su derecho interno.

ExtradiciónArtículo 16

1. El presente artículo se aplicará a los delitos comprendidos en la presen-
te Convención o a los casos en que un delito al que se hace referencia en 
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los apartados a) o b) del párrafo 1 del artículo 3 entrañe la participación de 
un grupo delictivo organizado y la persona que es objeto de la solicitud de 
extradición se encuentre en el territorio del Estado Parte requerido, siempre 
y cuando el delito por el que se pide la extradición sea punible con arreglo 
al derecho interno del Estado Parte requirente y del Estado Parte requerido.

2. Cuando la solicitud de extradición se base en varios delitos graves distin-
tos, algunos de los cuales no estén comprendidos en el ámbito del presente 
artículo, el Estado Parte requerido podrá aplicar el presente artículo también 
respecto de estos últimos delitos.

3. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se conside-
rará incluido entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de 
extradición vigente entre los Estados Parte. Los Estados Parte se compro-
meten a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado de 
extradición que celebren entre sí.

4. Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado 
recibe una solicitud de extradición de otro Estado Parte con el que no lo vin-
cula ningún tratado de extradición, podrá considerar la presente Convención 
como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos a los que se 
aplica el presente artículo.

5. Los Estados Parte que supediten la extradición a la existencia de un tra-
tado deberán:

a) En el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación 
o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, informar 
al Secretario General de las Naciones Unidas de si considerarán o no la 
presente Convención como la base jurídica de la cooperación en materia 
de extradición en sus relaciones con otros Estados Parte en la presente 
Convención; y

b) Si no consideran la presente Convención como la base jurídica de la 
cooperación en materia de extradición, esforzarse, cuando proceda, por 
celebrar tratados de extradición con otros Estados Parte en la presente 
Convención a fin de aplicar el presente articulo.

6. Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existencia de un 
tratado reconocerán los delitos a los que se aplica el presente artículo como 
casos de extradición entre ellos.
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7. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el derecho in-
terno del Estado Parte requerido o en los tratados de extradición aplicables, 
incluidas, entre otras, las relativas al requisito de una pena mínima para la 
extradición y a los motivos por los que el Estado Parte requerido puede de-
negar la extradición.

8. Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán 
agilizar los procedimientos de extradición y simplificar los requisitos proba-
torios correspondientes con respecto a cualquiera de los delitos a los que 
se aplica el presente artículo.

9. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de extra-
dición, el Estado Parte requerido podrá, tras haberse cerciorado de que las 
circunstancias lo justifican y tienen carácter urgente, y a solicitud del Estado 
Parte requirente, proceder a la detención de la persona presente en su territo-
rio cuya extradición se pide o adoptar otras medidas adecuadas para garan-
tizar la comparecencia de esa persona en los procedimientos de extradición.

10. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente, 
si no lo extradita respecto de un delito al que se aplica el presente artículo 
por el solo hecho de ser uno de sus nacionales, estará obligado, previa soli-
citud del Estado Parte que pide la extradición, a someter el caso sin demora 
injustificada a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. 
Dichas autoridades adoptarán su decisión y llevarán a cabo sus actuaciones 
judiciales de la misma manera en que lo harían respecto de cualquier otro 
delito de carácter grave con arreglo al derecho interno de ese Estado Parte. 
Los Estados Parte interesados cooperarán entre sí, en particular en lo que 
respecta a los aspectos procesales y probatorios, con miras a garantizar la 
eficiencia de dichas actuaciones.

11. Cuando el derecho interno de un Estado Parte le permita conceder la ex-
tradición o, de algún otro modo, la entrega de uno de sus nacionales sólo a 
condición de que esa persona sea devuelta a ese Estado Parte para cumplir 
la condena que le haya sido impuesta como resultado del juicio o proceso 
por el que se haya solicitado la extradición o la entrega, y cuando ese Estado 
Parte y el Estado Parte que solicite la extradición acepten esa opción, así 
como otras condiciones que estimen apropiadas, esa extradición o entrega 
condicional será suficiente para que quede cumplida la obligación enuncia-
da en el párrafo 10 del presente artículo.
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12. Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una con-
dena es denegada por el hecho de que la persona buscada es nacional del 
Estado Parte requerido, éste, si su derecho interno lo permite y de confor-
midad con los requisitos de dicho derecho, considerará, previa solicitud del 
Estado Parte requirente, la posibilidad de hacer cumplir la condena impues-
ta o el resto pendiente de dicha condena con arreglo al derecho interno del 
Estado Parte requirente.

13. En todas las etapas de las actuaciones se garantizará un trato justo a 
toda persona contra la que se haya iniciado una instrucción en relación con 
cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente artículo, incluido el 
goce de todos los derechos y garantías previstos por el derecho interno del 
Estado Parte en cuyo territorio se encuentre esa persona.

14. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse 
como la imposición de una obligación de extraditar si el Estado Parte re-
querido tiene motivos justificados para presumir que la solicitud se ha pre-
sentado con el fin de perseguir o castigar a una persona por razón de su 
sexo, raza, religión, nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas o que 
su cumplimiento ocasionaría perjuicios a la posición de esa persona por 
cualquiera de estas razones.

15. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de extradición única-
mente porque se considere que el delito también entraña cuestiones tributarias.

16. Antes de denegar la extradición, el Estado Parte requerido, cuando proce-
da, consultará al Estado Parte requirente para darle amplia oportunidad de pre-
sentar sus opiniones y de proporcionar información pertinente a su alegato.

17. Los Estados Parte procurarán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales y 
multilaterales para llevar a cabo la extradición o aumentar su eficacia.

Traslado de personas 
condenadas a cumplir una penaArtículo 17

Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos bilaterales o multilaterales sobre el traslado a su territorio de toda 
persona que haya sido condenada a pena de prisión o a otra pena de priva-
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ción de libertad por algún delito comprendido en la presente Convención a 
fin de que complete allí su condena.

Asistencia judicial recíprocaArtículo 18

1. Los Estados Parte se prestarán la más amplia asistencia judicial recípro-
ca respecto de investigaciones, procesos y actuaciones judiciales relaciona-
dos con los delitos comprendidos en la presente Convención con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 3 y se prestarán también asistencia de esa índole 
cuando el Estado Parte requirente tenga motivos razonables para sospe-
char que el delito a que se hace referencia en los apartados a) o b) del pá-
rrafo 1 del artículo 3 es de carácter transnacional así como que las víctimas, 
los testigos, el producto, los instrumentos o las pruebas de esos delitos se 
encuentran en el Estado Parte requerido y que el delito entraña la participa-
ción de un grupo delictivo organizado.

2. Se prestará asistencia judicial recíproca en la mayor medida posible, con-
forme a las leyes, tratados, acuerdos y arreglos pertinentes del Estado Parte 
requerido con respecto a investigaciones, procesos y actuaciones judicia-
les relacionados con los delitos de los que una persona jurídica pueda ser 
considerada responsable de conformidad con el artículo 10 de la presente 
Convención en el Estado Parte requirente.

3. La asistencia judicial recíproca que se preste de conformidad con el pre-
sente artículo podrá solicitarse para cualquiera de los fines siguientes:

a) Recibir testimonios o tomar declaración a personas;

b) Presentar documentos judiciales;

c) Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos;

d) Examinar objetos y lugares;

e) Facilitar información, elementos de prueba y evaluaciones de peritos;
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f) Entregar originales o copias certificadas de los documentos y expedien-
tes pertinentes, incluida la documentación pública, bancaria y financiera 
así como la documentación social o comercial de sociedades mercantiles;

g) Identificar o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumen-
tos u otros elementos con fines probatorios;

h) Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado 
Parte requirente;

i) Cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el derecho interno del 
Estado Parte requerido.

4. Sin menoscabo del derecho interno, las autoridades competentes de un 
Estado Parte podrán, sin que se les solicite previamente, transmitir infor-
mación relativa a cuestiones penales a una, autoridad competente de otro 
Estado Parte si creen que esa información podría ayudar a la autoridad a 
emprender o concluir con éxito indagaciones y procesos penales o podría 
dar lugar a una petición formulada por este último Estado Parte con arreglo 
a !a presente Convención.

5. La transmisión de información con arreglo al párrafo 4 del presente ar-
tículo se hará sin perjuicio de las indagaciones y procesos penales que 
tengan lugar en el Estado de las autoridades competentes que facilitan la 
información. Las autoridades competentes que reciben la información de-
berán acceder a toda solicitud de que se respete su carácter confidencial, 
incluso temporalmente, o de que se impongan restricciones a su utilización. 
Sin embargo, ello no obstará para que el Estado Parte receptor revele, en sus 
actuaciones, información que sea exculpatoria de una persona acusada. En 
tal caso, el Estado Parte receptor notificará al Estado Parte transmisorantes 
de revelar dicha información y, si así se le solicita, consultará al Estado Parte 
transmisor. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con antelación, 
el Estado Parte receptor informará sin demora al Estado Parte transmisor de 
dicha revelación.

6. Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a las obligaciones dima-
nantes de otros tratados bilaterales o multilaterales vigentes o futuros que 
rijan, total o parcialmente, la asistencia judicial recíproca.

7. Los párrafos 9 a 29 del presente artículo se aplicarán a las solicitudes 
que se formulen con arreglo al presente artículo siempre que no medie entre 
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los Estados Parte interesados un tratado de asistencia judicial recíproca. 
Cuando esos Estados Parte estén vinculados por un tratado de esa índole se 
aplicarán las disposiciones correspondientes de dicho tratado, salvo que los 
Estados Parte convengan en aplicar, en su lugar, los párrafos 9 a 29 del pre-
sente artículo. Se insta encarecidamente a los Estados Parte a que apliquen 
estos párrafos si facilitan la cooperación.

8. Los Estados Parte no invocarán el secreto bancario para denegar la asis-
tencia judicial recíproca con arreglo al presente artículo.

9. Los Estados Parte podrán negarse a prestar la asistencia judicial recípro-
ca con arreglo al presente artículo invocando la ausencia de doble incrimina-
ción. Sin embargo, de estimarlo necesario, el Estado Parte requerido podrá 
prestar asistencia, en la medida en que decida hacerlo a discreción propia, 
independientemente de que la conducta esté o no tipificada como delito en 
el derecho interno del Estado Parte requerido.

10. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el 
territorio de un Estado Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte 
para fines de identificación, para prestar testimonio o para que ayude de algu-
na otra forma a obtener pruebas necesarias para investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales respecto de delitos comprendidos en la presente Con-
vención podrá ser trasladada si se cumplen las condiciones siguientes:

a) La persona, debidamente informada, da su libre consentimiento;

b) Las autoridades competentes de ambos Estados Parte están de acuer-
do, con sujeción a las condiciones que éstos consideren apropiadas.

11. A los efectos del párrafo 10 del presente artículo:

a) El Estado Parte al que se traslade a la persona tendrá la competencia 
y la obligación de mantenerla detenida, salvo que el Estado Parte del que 
ha sido trasladada solicite o autorice otra cosa;

b) El Estado Parte al que se traslade a la persona cumplirá sin dilación su 
obligación de devolverla a la custodia del Estado Parte del que ha sido 
trasladada, según convengan de antemano o de otro modo las autorida-
des competentes de ambos Estados Parte;
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c) El Estado Parte al que se traslade a la persona no podrá exigir al Estado 
Parte del que ha sido trasladada que inicie procedimientos de extradición 
para su devolución;

d) El tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado Par-
te al que ha sido trasladada se computará como parte de la pena que ha 
de cumplir en el Estado del que ha sido trasladada.

12. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una per-
sona de conformidad con los párrafos 10 y 11 del presente artículo esté de 
acuerdo, dicha persona, cualquiera que sea su nacionalidad, no podrá ser 
enjuiciada, detenida, condenada ni sometida a ninguna otra restricción de 
su libertad personal en el territorio del Estado al que sea trasladada en re-
lación con actos, omisiones o condenas anteriores a su salida del territorio 
del Estado del que ha sido trasladada.

13. Cada Estado Parte designará a una autoridad central encargada de reci-
bir solicitudes de asistencia judicial recíproca y facultada para darles cum-
plimiento o para transmitirlas a las autoridades competentes para su ejecu-
ción. Cuando alguna región o algún territorio especial de un Estado Parte 
disponga de un régimen distinto de asistencia judicial recíproca, el Estado 
Parte podrá designar a otra autoridad central que desempeñará la misma 
función para dicha región o dicho territorio. Las autoridades centrales vela-
rán por el rápido y adecuado cumplimiento o transmisión de las solicitudes 
recibidas. Cuando la autoridad central transmita la solicitud a una autoridad 
competente para su ejecución, alentará la rápida y adecuada ejecución de 
la solicitud por parte de dicha autoridad. Cada Estado Parte notificará al 
Secretario General de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Conven-
ción o de adhesión a ella, el nombre de la autoridad central que haya sido 
designada a tal fin.

Las solicitudes de asistencia judicial recíproca y cualquier otra comunica-
ción pertinente serán transmitidas a las autoridades centrales designadas 
por los Estados Parte. La presente disposición no afectará al derecho de 
cualquiera de los Estados Parte a exigir que estas solicitudes y comunica-
ciones le sean enviadas por vía diplomática y, en circunstancias urgentes, 
cuando los Estados Parte convengan en ello, por conducto de la Organiza-
ción Internacional de Policía Criminal, de ser posible.
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14. Las solicitudes se presentarán por escrito o, cuando sea posible, por 
cualquier medio capaz de registrar un texto escrito, en un idioma acepta-
ble para el Estado Parte requerido, en condiciones que permitan a dicho 
Estado Parte determinar la autenticidad. Cada Estado Parte notificará al 
Secretario General de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Con-
vención o de adhesión a ella, el idioma o idiomas que sean aceptables para 
cada Estado Parte. En situaciones de urgencia, y cuando los Estados Parte 
convengan en ello, las solicitudes podrán hacerse oralmente, debiendo ser 
confirmadas sin demora por escrito.

15. Toda solicitud de asistencia judicial recíproca contendrá lo siguiente:

a) La identidad de la autoridad que hace la solicitud;

b) El objeto y la índole de las investigaciones, los procesos o las actua-
ciones judiciales a que se refiere la solicitud y el nombre y las funciones 
de la autoridad encargada de efectuar dichas investigaciones, procesos 
o actuaciones;

c) Un resumen de los hechos pertinentes, salvo cuando se trate de soli-
citudes de presentación de documentos judiciales;

d) Una descripción de la asistencia solicitada y pormenores sobre cual-
quier procedimiento, particular que el Estado Parte requirente desee que 
se aplique;

e) De ser posible, la identidad, ubicación y nacionalidad de toda persona 
interesada; y

f) La finalidad para la que se solícita la prueba, información o actuación.

16. El Estado Parte requerido podrá pedir información complementaria 
cuando sea necesaria para dar cumplimiento a la solicitud de conformi-
dad con su derecho interno o para facilitar dicho cumplimiento.

17. Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno 
del Estado Parte requerido y en la medida en que ello no lo contravenga 
y sea factible de conformidad con los procedimientos especificados en 
la solicitud.
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18. Siempre que sea posible y compatible con los principios fundamentales 
del derecho interno, cuando una persona se encuentre en el territorio de un 
Estado Parte y tenga que prestar declaración como testigo o perito ante au-
toridades judiciales de otro Estado Parte, el primer Estado Parte, a solicitud 
del otro, podrá permitir que la audiencia se celebre por videoconferencia si 
no es posible o conveniente que la persona en cuestión comparezca per-
sonalmente en el territorio del Estado Parte requirente. Los Estados Parte 
podrán convenir en que la audiencia esté a cargo de una autoridad judicial 
del Estado Parte requirente y en que asista a ella una autoridad judicial del 
Estado Parte requerido.

19. El Estado Parte requirente no transmitirá ni utilizará, sin previo consen-
timiento del Estado Parte requerido, la información o las pruebas propor-
cionadas por el Estado Parte requerido para investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales distintos de los indicados en la solicitud. Nada de lo 
dispuesto en el presente párrafo impedirá que el Estado Parte requirente re-
vele, en sus actuaciones, información o pruebas que sean exculpatorias de 
una persona acusada. En este último caso, el Estado Parte requirente notifi-
cará al Estado Parte requerido antes de revelar la información o las pruebas 
y, si así se le solicita, consultará al Estado Parte requerido. Si, en un caso 
excepcional, no es posible notificar con antelación, el Estado Parte requi-
rente informará sin demora al Estado Parte requerido de dicha revelación.

20. El Estado Parte requirente podrá exigir que el Estado Parte requerido 
mantenga reserva acerca de la existencia y el contenido de la solicitud, 
salvo en la medida necesaria para darle cumplimiento. Si el Estado Parte 
requerido no puede mantener esa reserva, lo hará saber de inmediato al 
Estado Parte requirente.

21. La asistencia judicial recíproca podrá ser denegada:

a) Cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dispuesto en el 
presente artículo;

b) Cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de 
lo solicitado podría menoscabar su soberanía, su seguridad, su orden 
público u otros intereses fundamentales;

c) Cuando el derecho interno del Estado Parte requerido prohíba a sus 
autoridades actuar en la forma solicitada con respecto a un delito análo-
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go, si éste hubiera sido objeto de investigaciones, procesos o actuacio-
nes judiciales en el ejercicio de su propia competencia;

d) Cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento jurídico 
del Estado Parte requerido en lo relativo a la asistencia judicial recíproca.

22. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de asistencia judi-
cial recíproca únicamente porque se considere que el delito también entraña 
asuntos fiscales.

23. Toda denegación de asistencia judicial recíproca deberá fundamentar-
se debidamente.

24. El Estado Parte requerido cumplirá la solicitud de asistencia judicial re-
cíproca lo antes posible y tendrá plenamente en cuenta, en la medida de 
sus posibilidades, los plazos que sugiera el Estado Parte requirente y que 
estén debidamente fundamentados, de preferencia en la solicitud. El Estado 
Parte requerido responderá a las solicitudes razonables que formule el Es-
tado Parte requirente respecto de la evolución del trámite de la solicitud. El 
Estado Parte, requirente informará con prontitud cuando ya no necesite la 
asistencia solicitada.

25. La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida por el Estado Parte 
requerido si perturbase investigaciones, procesos o actuaciones judiciales 
en curso.

26. Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al párrafo 21 del 
presente artículo o de diferir su cumplimiento con arreglo al párrafo 25 del 
presente artículo, el Estado Parte requerido consultará al Estado Parte requi-
rente para considerar si es posible prestar la asistencia solicitada supeditán-
dola a las condiciones que estime necesarias. Si el Estado Parte requirente 
acepta la asistencia con arreglo a esas condiciones, ese Estado Parte debe-
rá observar las condiciones impuestas.

27. Sin perjuicio de la aplicación del párrafo 12 del presente artículo, el tes-
tigo, perito u otra persona que, a instancias del Estado Parte requirente, 
consienta en prestar testimonio en un juicio o en colaborar en una investi-
gación, proceso o actuación judicial en el territorio del Estado Parte requi-
rente no podrá ser enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna 
otra restricción de su libertad personal en ese territorio por actos, omisiones 
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o declaraciones de culpabilidad anteriores a la fecha en que abandonó el 
territorio del Estado Parte requerido. Ese salvoconducto cesará cuando el 
testigo, perito u otra persona haya tenido, durante quince días consecutivos 
o durante el período acordado por los Estados Parte después de la fecha 
en que se le haya informado oficialmente de que las autoridades judiciales 
ya no requerían su presencia, la oportunidad de salir del país y no obstante 
permanezca voluntariamente en ese territorio o regrese libremente a él des-
pués de haberlo abandonado.

28. Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de una solicitud 
serán sufragados por el Estado Parte requerido, a menos que los Estados 
Parte interesados hayan acordado otra cosa. Cuando se requieran a este fin 
gastos cuantiosos o de carácter extraordinario, los Estados Parte se con-
sultarán para determinar las condiciones en que se dará cumplimiento a la 
solicitud, así como la manera en que se sufragarán los gastos.

29. El Estado Parte requerido:

a) Facilitará al Estado Parte requirente una copia de los documentos ofi-
ciales y otros documentos o datos que obren en su poder y a los que, 
conforme a su derecho interno, tenga acceso el público en general;

b) Podrá, a su arbitrio y con sujeción a las condiciones que juzgue apro-
piadas, proporcionar al Estado Parte requirente una copia total o parcial 
de los documentos oficiales o de otros documentos o datos que obren 
en su poder y que, conforme a su derecho interno, no estén al alcance del 
público en general.

30. Cuando sea necesario, los Estados Parte considerarán la posibilidad 
de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales que sirvan a los 
fines del presente artículo y que, en la práctica, hagan efectivas sus disposi-
ciones o las refuercen.

Investigaciones conjuntasArtículo 19

Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arre-
glos bilaterales o multilaterales en virtud de los cuales, en relación con cues-
tiones que son objeto de investigaciones, procesos o actuaciones judiciales 
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en uno o más Estados, las autoridades competentes puedan establecer ór-
ganos mixtos de investigación. A falta de acuerdos o arreglos de esa índole, 
las investigaciones conjuntas podrán llevarse a cabo mediante acuerdos 
concertados caso por caso. Los Estados Parte participantes velarán por 
que la soberanía del Estado Parte en cuyo territorio haya de efectuarse la 
investigación sea plenamente respetada.

Técnicas especiales de investigaciónArtículo 20

1. Siempre que lo permitan los principios fundamentales de su ordenamien-
to jurídico interno, cada Estado Parte adoptará, dentro de sus posibilidades 
y en las condiciones prescritas por su derecho interno, las medidas que 
sean necesarias para permitir el adecuado recurso a la entrega vigilada y, 
cuando lo considere apropiado, la utilización de otras técnicas especiales 
de investigación, como la vigilancia electrónica o de otra índole y las ope-
raciones encubiertas, por sus autoridades competentes en su territorio con 
objeto de combatir eficazmente la delincuencia organizada.

2. A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente Con-
vención, se alienta a los Estados Parte a que celebren, cuando proceda, 
acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales apropiados para utilizar 
esas técnicas especiales de investigación en el contexto de la cooperación 
en el plano internacional. Esos acuerdos o arreglos se concertarán y ejecu-
tarán respetando plenamente el principio de la igualdad soberana de los Es-
tados y al ponerlos en práctica se cumplirán estrictamente las condiciones 
en ellos contenidas.

3. De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el párrafo 2 del 
presente artículo, toda decisión de recurrir a esas técnicas especiales de 
investigación en el plano internacional se adoptará sobre la base de cada 
caso particular y podrá, cuando sea necesario, tener en cuenta los arreglos 
financieros y los entendimientos relativos al ejercicio de jurisdicción por los 
Estados Parte interesados.

4. Toda decisión de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacional 
podrá, con el consentimiento de los Estados Parte interesados, incluir la 
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aplicación de métodos tales como interceptar los bienes, autorizarlos a pro-
seguir intactos o retirarlos o sustituirlos total o parcialmente.

Remisión de actuaciones penales

Establecimiento de antecedentes penales

Penalización de la obstrucción de la justicia

Artículo 21 

Artículo 22 

Artículo 23 

Los Estados Parte considerarán la posibilidad de remitirse actuaciones pe-
nales para el enjuiciamiento por un delito comprendido en la presente Con-
vención cuando se estime que esa remisión obrará en beneficio de la de-
bida administración de justicia, en particular en casos en que intervengan 
varias jurisdicciones, con miras a concentrar las actuaciones del proceso.

Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas o de otra índole 
que sean necesarias para tener en cuenta, en las condiciones y para los fi-
nes que estime apropiados, toda previa declaración de culpabilidad, en otro 
Estado, de un presunto delincuente a fin de utilizar esa información en actua-
ciones penales relativas a un delito comprendido en la presente Convención.

Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación, o la promesa, el ofre-
cimiento o la concesión de un beneficio indebido para inducir a falso 
testimonio u obstaculizar la prestación de testimonio o la aportación de 
pruebas en un proceso en relación con la comisión de uno de los delitos 
comprendidos en la presente Convención;
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b) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación para obstaculizar el 
cumplimiento de las funciones oficiales de un funcionario de la justicia 
o de los servicios encargados de hacer cumplir la ley en relación con la 
comisión de los delitos comprendidos en la presente Convención. Nada 
de lo previsto en el presente apartado menoscabará el derecho de los 
Estados Parte a disponer de legislación que proteja a otras categorías 
de funcionarios públicos.

Protección de los testigosArtículo 24

1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus posibili-
dades para proteger de manera eficaz contra eventuales actos de represalia 
o intimidación a los testigos que participen en actuaciones penales y que 
presten testimonio sobre delitos comprendidos en la presente Convención, 
así como, cuando proceda, a sus familiares y demás personas cercanas.

2. Las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo podrán consis-
tir, entre otras, sin perjuicio de los derechos del acusado, incluido el derecho 
a las garantías procesales, en:

a) Establecer procedimientos para la protección física de esas perso-
nas, incluida, en la medida de lo necesario y lo posible, su reubicación, 
y permitir, cuando proceda, la prohibición total o parcial de revelar infor-
mación relativa a su identidad y paradero;

b) Establecer normas probatorias que permitan que el testimonio de los 
testigos se preste de modo que no se ponga en peligro su seguridad, por 
ejemplo aceptando el testimonio por conducto de tecnologías de comu-
nicación como videoconferencias u otros medios adecuados.

3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos con otros Estados para la reubicación de las personas menciona-
das en el párrafo 1 del presente artículo.

4. Las disposiciones del presente artículo también serán aplicables a las 
víctimas en el caso de que actúen como testigos.
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1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus posibili-
dades para prestar asistencia y protección a las víctimas de los delitos com-
prendidos en la presente Convención, en particular en casos de amenaza de 
represalia o intimidación.

2. Cada Estado Parte establecerá procedimientos adecuados que permitan 
a las víctimas de los delitos comprendidos en la presente Convención obte-
ner indemnización y restitución.

3. Cada Estado Parte permitirá, con sujeción a su derecho interno, que se 
presenten y examinen las opiniones y preocupaciones de las víctimas en las 
etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes sin 
que ello menoscabe los derechos de la defensa.

Asistencia y protección a las víctimasArtículo 25 

Medidas para intensificar la cooperación 
con las autoridades encargadas de hacer 
cumplir la ley

Artículo 26

1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para alentar a las perso-
nas que participen o hayan participado en grupos delictivos organizados a:

a) Proporcionar información útil a las autoridades competentes con fi-
nes investigativos y probatorios sobre cuestiones como:

i) La identidad, la naturaleza, la composición, la estructura, la ubicación 
o las actividades de los grupos delictivos organizados;

ii) Los vínculos, incluidos los vínculos internacionales, con otros grupos 
delictivos organizados;

iii) Los delitos que los grupos delictivos organizados hayan cometido o 
puedan cometer;
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b) Prestar ayuda efectiva y concreta a las autoridades competentes que 
pueda contribuir a privar a los grupos delictivos organizados de sus re-
cursos o del producto del delito.

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, en los casos 
apropiados, la mitigación de la pena de las personas acusadas que presten 
una cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento respecto 
de los delitos comprendidos en la presente Convención.

3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, de conformidad 
con los principios fundamentales de su derecho interno, la concesión de in-
munidad judicial a las personas que presten una cooperación sustancial en 
la investigación o el enjuiciamiento respecto de los delitos comprendidos 
en la presente Convención.

4. La protección de esas personas será la prevista en el artículo 24 de la 
presente Convención.

5. Cuando una de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente ar-
tículo que se encuentre en un Estado Parte pueda prestar una cooperación 
sustancial a las autoridades competentes de otro Estado Parte, los Estados 
Parte interesados podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos, de conformidad con su derecho interno, con respecto a la eventual 
concesión, por el otro Estado Parte, del trato enunciado en los párrafos 2 y 
3 del presente artículo.

Cooperación en materia de 
cumplimiento de la leyArtículo 27

1. Los Estados Parte colaborarán estrechamente, en consonancia con sus 
respectivos ordenamientos jurídicos y administrativos, con miras a aumen-
tar la eficacia de las medidas de cumplimiento de la ley orientadas a com-
batir los delitos comprendidos en la presente Convención. En particular, 
cada Estado Parte adoptará medidas eficaces para:
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a) Mejorar los canales de comunicación entre sus autoridades, organis-
mos y servicios competentes y, de ser necesario, establecerlos, a fin de 
facilitar el intercambio seguro y rápido de información sobre todos los 
aspectos de los delitos comprendidos en la presente Convención, así 
como, si los Estados Parte interesados lo estiman oportuno, sobre sus 
vinculaciones con otras actividades delictivas;

b) Cooperar con otros Estados Parte en la realización de indagaciones con 
respecto a delitos comprendidos en la presente Convención acerca de:

i) La identidad, el paradero y las actividades de personas presuntamente 
implicadas en tales delitos o la ubicación de otras personas interesadas;

ii) El movimiento del producto del delito o de bienes derivados de la 
comisión de esos delitos;

iii) El movimiento de bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o 
destinados a utilizarse en la comisión de esos delitos;

c) Proporcionar, cuando proceda, los elementos o las cantidades de 
sustancias que se requieran para fines de análisis o investigación;

d) Facilitar una coordinación eficaz entre sus organismos, autoridades 
y servicios competentes y promover el intercambio de personal y otros 
expertos, incluida la designación de oficiales de enlace, con sujeción a 
acuerdos o arreglos bilaterales entre los Estados Parte interesados;

e) Intercambiar información con otros Estados Parte sobre los medios 
y métodos concretos empleados por los grupos delictivos organizados, 
así como, cuando proceda, sobre las rutas y los medios de transporte 
y el uso de identidades falsas, documentos alterados o falsificados u 
otros medios de encubrir sus actividades;

f) Intercambiar información y coordinar las medidas administrativas y 
de otra índole adoptadas con miras a la pronta detección de los delitos 
comprendidos en la presente Convención.

2. Los Estados Parte, con miras a dar efecto a la presente Convención, 
considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales en materia de cooperación directa entre sus respectivos or-
ganismos encargados de hacer cumplir la ley y, cuando tales acuerdos o 
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arreglos ya existan, de enmendarlos. A falta de tales acuerdos o arreglos 
entre los Estados Parte interesados, las Partes podrán considerar la pre-
sente Convención como la base para la cooperación en materia de cum-
plimiento de la ley respecto de los delitos comprendidos en la presente 
Convención. Cuando proceda, los Estados Parte recurrirán plenamente a la 
celebración de acuerdos y arreglos, incluso con organizaciones internacio-
nales o regionales, con miras a aumentar la cooperación entre sus respec-
tivos organismos encargados de hacer cumplir la ley.

3. Los Estados Parte se esforzarán por colaborar en la medida de sus po-
sibilidades para hacer frente a la delincuencia organizada transnacional 
cometida mediante el recurso a la tecnología moderna.

Recopilación, intercambio y análisis de 
información sobre la naturaleza de la 
delincuencia organizada

Artículo 28

1. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de analizar, en consulta con 
los círculos científicos y académicos, las tendencias de la delincuencia or-
ganizada en su territorio, las circunstancias en que actúa la delincuencia or-
ganizada, así como los grupos profesionales y las tecnologías involucrados.

2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de desarrollar y compartir 
experiencia analítica acerca de las actividades de la delincuencia organi-
zada, tanto a nivel bilateral como por conducto de organizaciones interna-
cionales y regionales. A tal fin, se establecerán y aplicarán, según proceda, 
definiciones, normas y metodologías comunes.

3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de vigilar sus políticas y 
las medidas en vigor encaminadas a combatir la delincuencia organizada y 
evaluarán su eficacia y eficiencia.



36

Legislación sobre trata de personas y actividades conexas en Panamá

Capacitación y asistencia técnicaArtículo 29

1. Cada Estado Parte, en la medida necesaria, formulará, desarrollará o per-
feccionará programas de capacitación específicamente concebidos para 
el personal de sus servicios encargados de hacer cumplir la ley, incluidos 
fiscales, jueces de instrucción y personal de aduanas, así como para el per-
sonal de otra índole encargado de la prevención, la detección y el control 
de los delitos comprendidos en la presente Convención. Esos programas 
podrán incluir adscripciones e intercambios de personal. En particular y en 
la medida en que lo permita el derecho interno, guardarán relación con:

a) Los métodos empleados en la prevención, la detección y el control 
de los delitos comprendidos en la presente Convención;

b) Las rutas y técnicas utilizadas por personas presuntamente implica-
das en delitos comprendidos en la presente Convención, incluso en los 
Estados de tránsito, y las medidas de lucha pertinentes;

c) La vigilancia del movimiento de bienes de contrabando;

d) La detección y vigilancia de los movimientos del producto del delito 
o de los bienes, el equipo u otros instrumentos utilizados para cometer 
tales delitos y los métodos empleados para la transferencia, ocultación 
o disimulación de dicho producto, bienes, equipo u otros instrumentos, 
así como los métodos utilizados para combatir el blanqueo de dinero y 
otros delitos financieros;

e) El acopio de pruebas;

f) Las técnicas de control en zonas y puertos francos;

g) El equipo y las técnicas modernos utilizados para hacer cumplir la 
ley, incluidas la vigilancia electrónica, la entrega vigilada y las operacio-
nes encubiertas;

h) Los métodos utilizados para combatir la delincuencia organizada 
transnacional mediante computadoras, redes de telecomunicaciones 
u otras formas de la tecnología moderna; y
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i) Los métodos utilizados para proteger a las víctimas y los testigos.

2. Los Estados Parte se prestarán asistencia en la planificación y ejecución 
de programas de investigación y capacitación encaminados a intercambiar 
conocimientos especializados en las esferas mencionadas en el párrafo 
1 del presente artículo y, a tal fin, también recurrirán, cuando proceda, a 
conferencias y seminarios regionales e internacionales para promover la 
cooperación y fomentar el examen de los problemas de interés común, in-
cluidos los problemas y necesidades especiales de los Estados de tránsito.

3. Los Estados Parte promoverán actividades de capacitación y asistencia 
técnica que faciliten la extradición y la asistencia judicial recíproca. Dicha 
capacitación y asistencia técnica podrán incluir la enseñanza de idiomas, 
adscripciones e intercambios de personal entre autoridades centrales u or-
ganismos con responsabilidades pertinentes.

4. Cuando haya acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales vigentes, 
los Estados Parte intensificarán, en la medida necesaria, sus esfuerzos por 
optimizar las actividades operacionales y de capacitación en las organiza-
ciones internacionales y regionales, así como en el marco de otros acuer-
dos o arreglos bilaterales y multilaterales pertinentes.

Otras medidas: aplicación de la Conven-
ción mediante el desarrollo económico y 
la asistencia técnica

Artículo 30

1. Los Estados Parte adoptarán disposiciones conducentes a la aplicación 
óptima de la presente Convención en la medida de lo posible, mediante la 
cooperación internacional, teniendo en cuenta los efectos adversos de la 
delincuencia organizada en la sociedad en general y en el desarrollo soste-
nible en particular.

2. Los Estados Parte harán esfuerzos concretos, en la medida de lo posible 
y en forma coordinada entre sí, así como con organizaciones internaciona-
les y regionales, por:

a) Intensificar su cooperación en los diversos niveles con los países en 
desarrollo con miras a fortalecer las capacidades de esos países para 
prevenir y combatir la delincuencia organizada transnacional;
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b) Aumentar la asistencia financiera y material a fin de apoyar los esfuer-
zos de los países en desarrollo para combatir con eficacia la delincuen-
cia organizada transnacional y ayudarles a aplicar satisfactoriamente la 
presente Convención;

c) Prestar asistencia técnica a los países en desarrollo y a los países con 
economías en transición para ayudarles a satisfacer sus necesidades 
relacionadas con la aplicación de la presente Convención. A tal fin, los 
Estados Parte procurarán hacer contribuciones voluntarias adecuadas y 
periódicas a una cuenta específicamente designada a esos efectos en un 
mecanismo de financiación de las Naciones Unidas. Los Estados Parte 
también podrán considerar en particular la posibilidad, conforme a su de-
recho interno y a las disposiciones de la presente Convención, de aportar 
a la cuenta antes mencionada un porcentaje del dinero o del valor corres-
pondiente del producto del delito o de los bienes ilícitos decomisados con 
arreglo a lo dispuesto en la presente Convención;

d) Alentar y persuadir a otros Estados e instituciones financieras, según 
proceda, para que se sumen a los esfuerzos desplegados con arreglo 
al presente artículo, en particular proporcionando un mayor número de 
programas de capacitación y equipo moderno a los países en desarrollo 
a fin de ayudarles a lograr los objetivos de la presente Convención.

3. En lo posible, estas medidas no menoscabarán los compromisos exis-
tentes en materia de asistencia externa ni otros arreglos de cooperación 
financiera en los planos bilateral, regional o internacional.

4. Los Estados Parte podrán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o mul-
tilaterales sobre asistencia material y logística, teniendo en cuenta los arre-
glos financieros necesarios para hacer efectiva la cooperación internacional 
prevista en la presente Convención y para prevenir, detectar y combatir la 
delincuencia organizada transnacional.

PrevenciónArtículo 31

1. Los Estados Parte procurarán formular y evaluar proyectos nacionales y 
establecer y promover prácticas y políticas óptimas para la prevención de la 
delincuencia organizada transnacional.
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a) El fortalecimiento de la cooperación entre los organismos encarga-
dos de hacer cumplir la ley o el ministerio público y las entidades priva-
das pertinentes, incluida la industria;

b) La promoción de la elaboración de normas y procedimientos con-
cebidos para salvaguardar la integridad de las entidades públicas y de 
las entidades privadas interesadas, así como códigos de conducta para 
profesiones pertinentes, en particular para los abogados, notarios pú-
blicos, asesores fiscales y contadores;

c) La prevención de la utilización indebida por parte de grupos delicti-
vos organizados de licitaciones públicas y de subsidios y licencias con-
cedidos por autoridades públicas para realizar actividades comerciales;

d) La prevención de la utilización indebida de personas jurídicas por 
parte de grupos delictivos organizados; a este respecto, dichas medi-
das podrían incluir las siguientes:

i) El establecimiento de registros públicos de personas jurídicas y na-
turales involucradas en la constitución, la gestión y la financiación de 
personas jurídicas;

ii) La posibilidad de inhabilitar por mandato judicial o cualquier me-
dio apropiado durante un período razonable a las personas condena-
das por delitos comprendidos en la presente Convención para actuar  
como directores de personas jurídicas constituidas en sus respecti-
vas jurisdicciones;

iii) La establecimiento de registros nacionales de personas inhabilita-
das para actuar como directores de personas jurídicas; y

iv) El intercambio de información contenida en los registros mencio-
nados en los incisos i) y iii) del presente apartado con las autoridades 
competentes de otros Estados Parte.

2. Los Estados Parte procurarán, de conformidad con los principios fun-
damentales de su derecho interno, reducir las oportunidades actuales o 
futuras de que dispongan los grupos delictivos organizados para participar 
en mercados lícitos con el producto del delito adoptando oportunamente 
medidas legislativas, administrativas o de otra índole. Estas medidas debe-
rían centrarse en:
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3. Los Estados Parte procurarán promover la reintegración social de las perso-
nas condenadas por delitos comprendidos en la presente Convención.

4. Los Estados Parte procurarán evaluar periódicamente los instrumentos 
jurídicos y las prácticas administrativas pertinentes vigentes a fin de de-
tectar si existe el peligro de que sean utilizados indebidamente por grupos 
delictivos organizados.

5. Los Estados Parte procurarán sensibilizar a la opinión pública con res-
pecto a la existencia, las causas y la gravedad de la delincuencia organi-
zada transnacional y la amenaza que representa. Cuando proceda, podrá 
difundirse información a través de los medios de comunicación y se adop-
tarán medidas para fomentar la participación pública en los esfuerzos por 
prevenir y combatir dicha delincuencia.

6. Cada Estado Parte comunicará al Secretario General de las Naciones 
Unidas el nombre y la dirección de la autoridad o las autoridades que pue-
den ayudar a otros Estados Parte a formular medidas para prevenir la de-
lincuencia organizada transnacional.

7. Los Estados Parte colaborarán entre sí y con las organizaciones interna-
cionales y regionales pertinentes, según proceda, con miras a promover y 
formular las medidas mencionadas en el presente artículo. Ello incluye la 
participación en proyectos internacionales para la prevención de la delin-
cuencia organizada transnacional, por ejemplo mediante la mitigación de 
las circunstancias que hacen vulnerables a los grupos socialmente margi-
nados a las actividades de la delincuencia organizada transnacional.

Conferencia de las Partes en la ConvenciónArtículo 32

1. Se establecerá una Conferencia de las Partes en la Convención con ob-
jeto de mejorar la capacidad de los Estados Parte para combatir la delin-
cuencia organizada transnacional y para promover y examinar la aplicación 
de la presente Convención.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia 
de las Partes a más tardar un año después de la entrada en vigor de la 
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presente Convención. La Conferencia de las Partes aprobará reglas de pro-
cedimiento y normas que rijan las actividades enunciadas en los párrafos 3 
y 4 del presente artículo (incluidas normas relativas al pago de los gastos 
resultantes de la puesta en marcha de esas actividades).

3. La Conferencia de las Partes concertará mecanismos con miras a lograr los 
objetivos mencionados en el párrafo 1 del presente artículo, en particular a:

a) Facilitar las actividades que realicen los Estados Parte con arreglo a 
los artículos 29, 30 y 31 de la presente Convención, alentando inclusive 
la movilización de contribuciones voluntarias;

b) Facilitar el intercambio de información entre Estados Parte sobre las 
modalidades y tendencias de la delincuencia organizada transnacional y 
sobre prácticas eficaces para combatirla;

c) Cooperar con las organizaciones internacionales y regionales y las or-
ganizaciones no gubernamentales pertinentes;

d) Examinar periódicamente la aplicación de la presente Convención;

e) Formular recomendaciones para mejorar la presente Convención y 
su aplicación.

4. A los efectos de los apartados d) y e) del párrafo 3 del presente artículo, 
la Conferencia de las Partes obtendrá el necesario conocimiento de las me-
didas adoptadas y de las dificultades encontradas por los Estados Parte en 
aplicación de la presente Convención mediante la información que ellos le 
faciliten y mediante los demás mecanismos de examen que establezca la 
Conferencia de las Partes.

5. Cada Estado Parte facilitará a la Conferencia de las Partes información 
sobre sus programas, planes y prácticas, así como sobre las medidas le-
gislativas y administrativas adoptadas para aplicar la presente Convención, 
según lo requiera la Conferencia de las Partes.

SecretaríaArtículo 33

1. El Secretario General de las Naciones Unidas prestará los servicios de se-
cretaría necesarios a la Conferencia de las Partes en la Convención.
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Aplicación de la ConvenciónArtículo 34

a) Prestará asistencia a la Conferencia de las Partes en la realización de 
las actividades enunciadas en el artículo 32 de la presente Convención 
y organizará los períodos de sesiones de la Conferencia de las Partes y 
les prestará los servicios necesarios;

b) Prestará asistencia a los Estados Parte que la soliciten en el suminis-
tro de información a la Conferencia de las Partes según lo previsto en el 
párrafo 5 del artículo 32 de la presente Convención; y

c) Velará por la coordinación necesaria con la secretaría de otras orga-
nizaciones internacionales y regionales pertinentes.

1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios funda-
mentales de su derecho interno, las medidas que sean necesarias, inclui-
das medidas legislativas y administrativas, para garantizar el cumplimiento 
de sus obligaciones con arreglo a la presente Convención.

2. Los Estados Parte tipificarán en su derecho interno los delitos tipificados 
de conformidad con los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención in-
dependientemente del carácter transnacional o la participación de un grupo 
delictivo organizado según la definición contenida en el párrafo 1 del artículo 
3 de la presente Convención, salvo en la medida en que el artículo 5 de la 
presente Convención exija la participación de un grupo delictivo organizado.

3. Cada Estado Parte podrá adoptar medidas más estrictas o severas que 
las previstas en la presente Convención a fin de prevenir y combatir la delin-
cuencia organizada transnacional.

1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada 
con la interpretación o aplicación de la presente Convención mediante 
la negociación.

Solución de controversiasArtículo 35

2. La secretaría:
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Firma, ratificación, aceptación, 
aprobación y adhesiónArtículo 36

2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpre-
tación o la aplicación de la presente Convención que no pueda resolverse 
mediante la negociación dentro de un plazo razonable deberá, a solicitud 
de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses des-
pués de la fecha de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han po-
dido ponerse de acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera de 
esos Estados Parte podrá remitir la controversia a la Corte Internacional 
de Justicia mediante solicitud conforme al Estatuto de la Corte.

3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, acep-
tación o aprobación de la presente Convención o adhesión a ella, declarar 
que no se considera vinculado por el párrafo 2 del presente artículo. Los 
demás Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 2 del presen-
te artículo respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva.

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el 
párrafo 3 del presente artículo podrá en cualquier momento retirar esa 
reserva notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas.

Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados 
del 12 al 15 de diciembre de 2000 en Palermo (Italia) y después de esa 
fecha en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York hasta el 12 de 
diciembre de 2002.

2. La presente Convención también estará abierta a la firma de las organi-
zaciones regionales de integración económica siempre que al menos uno 
de los Estados miembros de tales organizaciones haya firmado la presen-
te Convención de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presen-
te artículo.

3. La presente Convención estará sujeta a ratificación, aceptación o apro-
bación. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se de-
positarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. Las 
organizaciones regionales de integración económica podrán depositar su 
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instrumento de ratificación, aceptación o aprobación si por lo menos uno de 
sus Estados miembros ha procedido de igual manera. En ese instrumento 
de ratificación, aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán el 
alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por la pre-
sente Convención. Dichas organizaciones comunicarán también al deposita-
rio cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia.

4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados 
u organizaciones regionales de integración económica que cuenten por lo 
menos con un Estado miembro que sea Parte en la presente Convención. Los 
instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones re-
gionales de integración económica declararán el alcance de su competencia 
con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. Dichas 
organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación 
pertinente del alcance de su competencia.

Relación con los protocolosArtículo 37

1. La presente Convención podrá complementarse con uno o más protocolos.

2. Para pasar a ser parte en un protocolo, los Estados o las organizaciones 
regionales de integración económica también deberán ser parte en la presen-
te Convención.

3. Los Estados Parte en la presente Convención no quedarán vinculados por 
un protocolo a menos que pasen a ser parte en el protocolo de conformidad 
con sus disposiciones.

4. Los protocolos de la presente Convención se interpretarán juntamente con 
ésta, teniendo en cuenta la finalidad de esos protocolos.

1. La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día después de la 
fecha en que se haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratifica-

Entrada en vigorArtículo 38
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EnmiendaArtículo 39

ción, aceptación, aprobación o adhesión. A los efectos del presente párra-
fo, los instrumentos depositados por una organización regional de integra-
ción económica no se considerarán adicionales a los depositados por los 
Estados miembros de tal organización.

2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que 
ratifique, acepte o apruebe la presente Convención o se adhiera a ella des-
pués de haberse depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión, la presente Convención entrará en vi-
gor el trigésimo día después de la fecha en que ese Estado u organización 
haya depositado el instrumento pertinente.

1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor de la 
presente Convención, los Estados Parte podrán proponer enmiendas por 
escrito al Secretario General de las Naciones Unidas, quien a continuación 
comunicará toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia 
de las Partes en la Convención para que la examinen y decidan al respecto. 
La Conferencia de las Partes hará todo lo posible por lograr un consenso 
sobre cada enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de lograr 
un consenso y no se ha llegado a un acuerdo, la aprobación de la enmienda 
exigirá, en última instancia, una mayoría de dos tercios de los Estados Parte 
presentes y votantes en la sesión de la Conferencia de las Partes.

2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de 
su competencia, ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artí-
culo con un número de votos igual al número de sus Estados miembros que 
sean Partes en la presente Convención. Dichas organizaciones no ejercerán 
su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa.

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artí-
culo estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte.

4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente 
artículo entrará en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después 
de la fecha en que éste deposite en poder del Secretario General de las Na-
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ciones Unidas un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de 
esa enmienda.

5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados 
Parte que hayan expresado su consentimiento al respecto. Los demás Esta-
dos Parte quedarán sujetos a las disposiciones de la presente Convención, 
así como a cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, acep-
tado o aprobado.

1. Los Estados Parte podrán denunciar la presente Convención mediante 
notificación escrita al Secretario General de las Naciones Unidas. La denun-
cia surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario General 
haya recibido la notificación.

2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser 
Partes en la presente Convención cuando la hayan denunciado todos sus 
Estados miembros.

3. La denuncia de la presente Convención con arreglo al párrafo 1 del pre-
sente artículo entrañará la denuncia de sus protocolos.

DenunciaArtículo 40

Depositario e idiomasArtículo 41

1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la 
presente Convención.

2. El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, espa-
ñol, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas.

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por 
sus respectivos gobiernos, han firmado la presente Convención.
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02

Preámbulo Los Estados Parte en el presente Protocolo,

Declarando que para prevenir y combatir eficazmente la trata de personas, es-
pecialmente mujeres y niños, se requiere un enfoque amplio e internacional 
en los países de origen, tránsito y destino que incluya medidas para prevenir 
dicha trata, sancionar a los traficantes y proteger a las víctimas de esa trata, en 
particular amparando sus derechos humanos internacionalmente reconocidos,

Teniendo en cuenta que si bien existe una gran variedad de instrumentos jurídi-
cos internacionales que contienen normas y medidas prácticas para combatir la 
explotación de las personas, especialmente las mujeres y los niños, no hay nin-
gún instrumento universal que aborde todos los aspectos de la trata de personas,

Preocupados porque de no existir un instrumento de esa naturaleza las perso-
nas vulnerables a la trata no estarán suficientemente protegidas,

Recordando la resolución 53/111 de la Asamblea General, de 9 de diciembre de 
1998, en la que la Asamblea decidió establecer un comité especial interguber-
namental de composición abierta encargado de elaborar una convención inter-
nacional amplia contra la delincuencia transnacional organizada y de examinar 
la elaboración, entre otras cosas, de un instrumento internacional relativo a la 
trata de mujeres y de niños,

Convencidos de que para prevenir y combatir ese delito será útil complemen-
tar la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional con un instrumento internacional destinado a prevenir, reprimir y 
sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños,

Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata 
de personas especialmente mujeres y niños, que 
complementa la Convención de las Naciones Unidas 
Contra la Delincuencia Organizada Transnacional

Acuerdan lo siguiente:

I. Disposiciones generales

	z Artículo 1

Relación con la Convención de las Naciones Unidas contra  
la Delincuencia Organizada Transnacional
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1. El presente Protocolo complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional y se interpretará juntamente con la Convención.

2. Las disposiciones de la Convención se aplicarán mutatis mutandis al presente 
Protocolo, a menos que en él se disponga otra cosa.

3. Los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 del presente Protocolo se consi-
derarán delitos tipificados con arreglo a la Convención.

	z Artículo 2

Finalidad

Los fines del presente Protocolo son:

a) Prevenir y combatir la trata de personas, prestando especial atención a las mu-
jeres y los niños;

b) Proteger y ayudar a las víctimas de dicha trata, respetando plenamente sus 
derechos humanos; y

c) Promover la cooperación entre los Estados Parte para lograr esos fines.

	z Artículo 3

Definiciones

Para los fines del presente Protocolo:

a) Por “trata de personas” se entenderá la captación, el transporte, el traslado, la 
acogida o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza 
u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de 
una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios 
para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, 
con fines de explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de 
la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios 
forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la 
extracción de órganos;

b) El consentimiento dado por la víctima de la trata de personas a toda forma de 
explotación que se tenga la intención de realizar descrita en el apartado a) del pre-
sente artículo no se tendrá en cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los 
medios enunciados en dicho apartado;
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c) La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de un niño con 
fines de explotación se considerará “trata de personas” incluso cuando no se re-
curra a ninguno de los medios enunciados en el apartado a) del presente artículo;

d) Por “niño” se entenderá toda persona menor de 18 años.

	z Artículo 6

Asistencia y protección a las víctimas de la trata de personas

1. Cuando proceda y en la medida que lo permita su derecho interno, cada Estado 
Parte protegerá la privacidad y la identidad de las víctimas de la trata de personas, 

	z Artículo 4

Ambito de aplicación

A menos que contenga una disposición en contrario, el presente Protocolo se 
aplicará a la prevención, investigación y penalización de los delitos tipificados con 
arreglo al artículo 5 del presente Protocolo, cuando esos delitos sean de carácter 
transnacional y entrañen la participación de un grupo delictivo organizado, así 
como a la protección de las víctimas de esos delitos.

	z Artículo 5

Penalización

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito en su derecho interno las conductas enuncia-
das en el artículo 3 del presente Protocolo, cuando se cometan intencionalmente.

2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas legislativas y de otra índole 
que sean necesarias para tipificar como delito:

a) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, la tentativa 
de comisión de un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo;

b) La participación como cómplice en la comisión de un delito tipificado con arre-
glo al párrafo 1 del presente artículo; y

c) La organización o dirección de otras personas para la comisión de un delito 
tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo.

II. Protección de las víctimas de la trata de personas
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en particular, entre otras cosas, previendo la confidencialidad de las actuaciones 
judiciales relativas a dicha trata.

2. Cada Estado Parte velará por que su ordenamiento jurídico o administrativo 
interno prevea medidas con miras a proporcionar a las víctimas de la trata de 
personas, cuando proceda:

a) Información sobre procedimientos judiciales y administrativos pertinentes;

b) Asistencia encaminada a permitir que sus opiniones y preocupaciones se pre-
senten y examinen en las etapas apropiadas de las actuaciones penales contra 
los delincuentes sin que ello menoscabe los derechos de la defensa.

3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de aplicar medidas destinadas 
a prever la recuperación física, sicológica y social de las víctimas de la trata de 
personas, incluso, cuando proceda en cooperación con organizaciones no guber-
namentales, otras organizaciones pertinentes y demás sectores de la sociedad 
civil, y en particular mediante el suministro de:

a) Alojamiento adecuado;

b) Asesoramiento e información, en particular con respecto a sus derechos jurí-
dicos, en un idioma que las víctimas de la trata de personas puedan comprender;

c) Asistencia médica, sicológica y material; y

d) Oportunidades de empleo, educación y capacitación.

4. Cada Estado Parte tendrá en cuenta, al aplicar las disposiciones del presente 
artículo, la edad, el sexo y las necesidades especiales de las víctimas de la trata 
de personas, en particular las necesidades especiales de los niños, incluidos el 
alojamiento, la educación y el cuidado adecuados.

5. Cada Estado Parte se esforzará por prever la seguridad física de las víctimas 
de la trata de personas mientras se encuentren en su territorio.

6. Cada Estado Parte velará por que su ordenamiento jurídico interno prevea me-
didas que brinden a las víctimas de la trata de personas la posibilidad de obtener 
indemnización por los daños sufridos.

	z Artículo 7

Régimen aplicable a las víctimas de la trata de personas en el Estado receptor
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1. Además de adoptar las medidas previstas en el artículo 6 del presente Protoco-
lo, cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas legislativas 
u otras medidas apropiadas que permitan a las víctimas de la trata de personas 
permanecer en su territorio, temporal o permanentemente, cuando proceda.

2. Al aplicar la disposición contenida en el párrafo 1 del presente artículo, cada 
Estado Parte dará la debida consideración a factores humanitarios y personales.

	z Artículo 8

Repatriación de las víctimas de la trata de personas

1. El Estado Parte del que sea nacional una víctima de la trata de personas o en el 
que ésta tuviese derecho de residencia permanente en el momento de su entrada 
en el territorio del Estado Parte receptor facilitará y aceptará, sin demora indebida 
o injustificada, la repatriación de esa persona teniendo debidamente en cuenta 
su seguridad.

2. Cuando un Estado Parte disponga la repatriación de una víctima de la trata de 
personas a un Estado Parte del que esa persona sea nacional o en el que tuviese 
derecho de residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio 
del Estado Parte receptor, velará por que dicha repatriación se realice teniendo 
debidamente en cuenta la seguridad de esa persona, así como el estado de cual-
quier procedimiento legal relacionado con el hecho de que la persona es una víc-
tima de la trata, y preferentemente de forma voluntaria.

3. Cuando lo solicite un Estado Parte receptor, todo Estado Parte requerido veri-
ficará, sin demora indebida o injustificada, si la víctima de la trata de personas es 
uno de sus nacionales o tenía derecho de residencia permanente en su territorio 
en el momento de su entrada el territorio del Estado Parte receptor.

4. A fin de facilitar la repatriación de toda víctima de la trata de personas que 
carezca de la debida documentación, el Estado Parte del que esa persona sea 
nacional o en el que tuviese derecho de residencia permanente en el momento de 
su entrada en el territorio del Estado Parte receptor convendrá en expedir, previa 
solicitud del Estado Parte receptor, los documentos de viaje o autorización de 
otro tipo que sean necesarios para que la persona pueda viajar a su territorio y 
reingresar en él.

5. El presente artículo no afectará a los derechos reconocidos a las víctimas de la 
trata de personas con arreglo al derecho interno del Estado Parte receptor.
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6. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier acuerdo o arreglo 
bilateral o multilateral aplicable que rija, total o parcialmente, la repatriación de 
las víctimas de la trata de personas.

	z Artículo 10

Intercambio de información y capacitación

	z Artículo 9

Prevención de la trata de personas

1. Los Estados Parte establecerán políticas, programas y otras medidas de carác-
ter amplio con miras a:

a) Prevenir y combatir la trata de personas; y

b) Proteger a las víctimas de trata de personas, especialmente las mujeres y los 
niños, contra un nuevo riesgo de victimización.

2. Los Estados Parte procurarán aplicar medidas tales como actividades de in-
vestigación y campañas de información y difusión, así como iniciativas sociales 
y económicas, con miras a prevenir y combatir la trata de personas.

3. Las políticas, los programas y demás medidas que se adopten de conformidad 
con el presente artículo incluirán, cuando proceda, la cooperación con organiza-
ciones no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y otros sectores de 
la sociedad civil.

4. Los Estados Parte adoptarán medidas, o reforzarán las ya existentes, recurrien-
do en particular a la cooperación bilateral o multilateral, a fin de mitigar factores 
como la pobreza, el subdesarrollo y la falta de oportunidades equitativas que ha-
cen a las personas, especialmente las mujeres y los niños, vulnerables a la trata.

5. Los Estados Parte adoptarán medidas legislativas o de otra índole, tales como 
medidas educativas, sociales y culturales, o reforzarán las ya existentes, recu-
rriendo en particular a la cooperación bilateral y multilateral, a fin de desalentar 
la demanda que propicia cualquier forma de explotación conducente a la trata de 
personas, especialmente mujeres y niños.

1. Las autoridades de los Estados Parte encargadas de hacer cumplir la ley, así 
como las autoridades de inmigración u otras autoridades competentes, coopera-

III. Medidas de prevención, cooperación y otras medidas
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rán entre sí, según proceda, intercambiando información, de conformidad con su 
derecho interno, a fin de poder determinar:

a) Si ciertas personas que cruzan o intentan cruzar una frontera internacional con 
documentos de viaje pertenecientes a terceros o sin documentos de viaje son 
autores o víctimas de la trata de personas;

b) Los tipos de documento de viaje que ciertas personas han utilizado o intenta-
do utilizar para cruzar una frontera internacional con fines de trata de personas; y

c) Los medios y métodos utilizados por grupos delictivos organizados para los 
fines de la trata de personas, incluidos la captación y el transporte, las rutas y los 
vínculos entre personas y grupos involucrados en dicha trata, así como posibles 
medidas para detectarlos.

2. Los Estados Parte impartirán a los funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley, así como a los de inmigración y a otros funcionarios pertinentes, capacita-
ción en la prevención de la trata de personas o reforzarán dicha capacitación, se-
gún proceda. Esta deberá centrarse en los métodos aplicados para prevenir dicha 
trata, enjuiciar a los traficantes y proteger los derechos de las víctimas, incluida 
la protección de las víctimas frente a los traficantes. La capacitación también 
deberá tener en cuenta la necesidad de considerar los derechos humanos y las 
cuestiones relativas al niño y a la mujer, así como fomentar la cooperación con 
organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y demás 
sectores de la sociedad civil.

3. El Estado Parte receptor de dicha información dará cumplimiento a toda solici-
tud del Estado Parte que la haya facilitado en el sentido de imponer restricciones 
a su utilización.

	z Artículo 11

Medidas fronterizas

1. Sin perjuicio de los compromisos internacionales relativos a la libre circulación 
de personas, los Estados Parte reforzarán en la medida de lo posible, los contro-
les fronterizos que sean necesarios para prevenir y detectar la trata de personas.

2. Cada Estado Parte adoptará medidas legislativas u otras medidas apropiadas 
para prevenir, en la medida de lo posible, la utilización de medios de transporte 
explotados por transportistas comerciales para la comisión de los delitos tipifica-
dos con arreglo al artículo 5 del presente Protocolo.
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3. Cuando proceda y sin perjuicio de las convenciones internacionales aplicables 
se preverá, entre esas medidas, la obligación de los transportistas comerciales, 
incluidas las empresas de transporte, así como los propietarios o explotadores de 
cualquier medio de transporte de cerciorarse de que todos los pasajeros tengan 
en su poder los documentos de viaje requeridos para entrar en el Estado receptor.

4. Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias, de conformidad con su 
derecho interno, para prever sanciones en caso de incumplimiento de la obliga-
ción enunciada en el párrafo 3 del presente artículo.

5. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas que permitan de 
conformidad con su derecho interno, denegar la entrada o revocar visados a personas 
implicadas en la comisión de delitos tipificados con arreglo al presente Protocolo.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27 de la Convención, los Estados 
Parte considerarán la posibilidad de reforzar la cooperación entre los organismos 
de control fronterizo, en particular, entre otras medidas, estableciendo y mante-
niendo conductos de comunicación directos.

	z Artículo 12

Seguridad y control de los documentos

Cada Estado Parte adoptará, con los medios de que disponga, las medidas que 
se requieran para:

a) Garantizar la necesaria calidad de los documentos de viaje o de identidad que 
expida a fin de que éstos no puedan con facilidad utilizarse indebidamente ni fal-
sificarse o alterarse, reproducirse o expedirse de forma ilícita y

b) Garantizar la integridad y la seguridad de los documentos de viaje o de identi-
dad que expida o que se expidan en su nombre e impedir la creación, expedición 
y utilización ilícitas de dichos documentos.

	z Artículo 13

Legitimidad y validez de los documentos

Cuando lo solicite otro Estado Parte, cada Estado Parte verificará, de conformi-
dad con su derecho interno y dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez 
de los documentos de viaje o de identidad expedidos o presuntamente expedidos 
en su nombre y sospechosos de ser utilizados para la trata de personas.
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IV. Disposiciones finales

	z Artículo 14

Cláusula de salvaguardia

1. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo afectará a los derechos, obliga-
ciones y responsabilidades de los Estados y las personas con arreglo al derecho 
internacional, incluidos el derecho internacional humanitario y la normativa inter-
nacional de derechos humanos y, en particular, cuando sean aplicables, la Con-
vención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, así 
como el principio de non-refoulement consagrado en dichos instrumentos.

2. Las medidas previstas en el presente Protocolo se interpretarán y aplicarán de 
forma, que no sea discriminatoria para las personas por el hecho de ser víctimas de 
la trata de personas. La interpretación y aplicación de esas medidas estarán en con-
sonancia con los principios de no discriminación internacionalmente reconocidos.

	z Artículo 15

Solución de controversias

1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la 
interpretación o aplicación del presente Protocolo mediante la negociación.

2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o 
la aplicación del presente Protocolo que no pueda resolverse mediante la negocia-
ción dentro de un plazo razonable deberá, a solicitud de uno de esos Estados Parte, 
someterse a arbitraje. Si, seis meses después de la fecha de la solicitud de arbitra-
je, esos Estados Parte no han podido ponerse de acuerdo sobre la organización del 
arbitraje, cualquiera de esos Estados Parte podrá remitir la controversia a la Corte 
Internacional de Justicia mediante solicitud conforme al Estatuto de la Corte.

3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o 
aprobación del presente Protocolo o adhesión a él, declarar que no se considera 
vinculado por el párrafo 2 del presente artículo. Los demás Estados Parte no que-
darán vinculados por el párrafo 2 del presente artículo respecto de todo Estado 
Parte que haya hecho esa reserva.

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del 
presente artículo podrá en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al 
Secretario General de las Naciones Unidas.
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	z Artículo 16

Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados del 12 al 15 
de diciembre de 2000 en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede de las 
Naciones Unidas en Nueva York hasta el 12 de diciembre de 2002.

2. El presente Protocolo también estará abierto a la firma de las organizaciones 
regionales de integración económica siempre que al menos uno de los Estados 
miembros de tales organizaciones haya firmado el presente Protocolo de confor-
midad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo.

3. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación. Los 
instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. Las organizaciones regionales de inte-
gración económica podrán depositar su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación si por lo menos uno de sus Estados miembros ha procedido de igual 
manera. En ese instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, esas organi-
zaciones declararán el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones 
regidas por el presente Protocolo. Dichas organizaciones comunicarán también 
al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia.

4. El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de todos los Estados u orga-
nizaciones regionales de integración económica que cuenten por lo menos con 
un Estado miembro que sea Parte en el presente Protocolo. Los instrumentos de 
adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
En el momento de su adhesión, las organizaciones regionales de integración eco-
nómica declararán el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones 
regidas por el presente Protocolo. Dichas organizaciones comunicarán también 
al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia.

	z Artículo 17

Entrada en vigor

1. El presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en 
que se haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión, a condición de que no entre en vigor antes de la entrada en 
vigor de la Convención. A los efectos del presente párrafo, los instrumentos depo-
sitados por una organización, regional de integración económica no se considera-
rán adicionales a los depositados por los Estados miembros de tal organización.
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2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifi-
que, acepte o apruebe el presente Protocolo o se adhiera a él después de haberse 
depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión, el presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día después de 
la fecha en que ese Estado u organización haya depositado el instrumento per-
tinente o en la fecha de su entrada en vigor con arreglo al párrafo 1 del presente 
artículo, cualquiera que sea la última fecha.

	z Artículo 18

Enmienda

1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor del presen-
te Protocolo, los Estados Parte en el Protocolo podrán proponer enmiendas por 
escrito al Secretario General de las Naciones Unidas, quien a continuación co-
municará toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia de las 
Partes en la Convención para que la examinen y decidan al respecto. Los Estados 
Parte en el presente Protocolo reunidos en la Conferencia de las Partes harán 
todo lo posible por lograr un consenso sobre cada enmienda. Si se han agotado 
todas las posibilidades de lograr un consenso y no se ha llegado a un acuerdo, 
la aprobación de la enmienda exigirá, en última instancia, una mayoría de dos 
tercios de los Estados Parte en el presente Protocolo presentes y votantes en la 
sesión de la Conferencia de las Partes.

2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su 
competencia, ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con 
un número de votos igual al número de sus Estados miembros que sean Partes 
en el presente Protocolo. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto 
si sus Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa.

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo 
estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte.

4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente artícu-
lo entrará en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha 
en que éste deposite en poder del Secretario General de las Naciones Unidas un 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa enmienda.

5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte 
que hayan expresado su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte 
quedarán sujetos a las disposiciones del presente Protocolo, así como a cual-
quier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o aprobado.
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	z Artículo 19

Denuncia

1. Los Estados Parte podrán denunciar el presente Protocolo mediante notificación 
escrita al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un 
año después de la fecha en que el Secretario General haya recibido la notificación.

2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes 
en el presente Protocolo cuando lo hayan denunciado todos sus Estados miembros.

	z Artículo 20

Depositario e idiomas

1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del presente 
Protocolo.

2. El original del presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, fran-
cés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secreta-
rio General de las Naciones Unidas.

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por 
sus respectivos gobiernos, han firmado el presente Protocolo.



Legislación sobre trata de personas y actividades conexas en PanamáLegislación sobre trata de personas y actividades conexas en Panamá

59

Preámbulo Los Estados Parte en el presente Protocolo,

Declarando que para prevenir y combatir eficazmente el tráfico ilícito de mi-
grantes por tierra, mar y aire se requiere un enfoque amplio e internacional, que 
conlleve la cooperación, el intercambio de información y la adopción de otras 
medidas apropiadas, incluidas las de índole socioeconómica, en los planos na-
cional, regional e internacional,

Recordando la resolución 54/212 de la Asamblea General, de 22 de diciembre 
de 1999, en la que la Asamblea instó a los Estados Miembros y al sistema 
de las Naciones Unidas a que fortalecieran la cooperación internacional en 
la esfera de la migración internacional y el desarrollo a fin de abordar las cau-
sas fundamentales de la migración, especialmente las relacionadas con la po-
breza, y de aumentar al máximo los beneficios que la migración internacional 
podía reportar a los interesados, y alentó a los mecanismos interregionales, 
regionales y subregionales a que, cuando procediera, se siguieran ocupando, 
de la cuestión de la migración y el desarrollo,

Convencidos de la necesidad de dar un trato humano a los migrantes y de pro-
teger plenamente sus derechos humanos,

Habida cuenta de que, pese a la labor emprendida en otros foros internacio-
nales, no existe un instrumento universal que aborde todos los aspectos del 
tráfico ilícito de migrantes y otras cuestiones conexas,

Preocupados por el notable aumento de las actividades de los grupos delicti-
vos organizados en relación con el tráfico ilícito de migrantes y otras activida-
des delictivas conexas tipificadas en el presente Protocolo, que causan graves 
perjuicios a los Estados afectados,

Preocupados también por el hecho de que el tráfico ilícito de migrantes puede 
poner en peligro la vida o la seguridad de los migrantes involucrados,

Recordando la resolución 53/111 de la Asamblea General, de 9 de diciembre 
de 1998, en la que la Asamblea decidió establecer un comité especial intergu-

03Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por 
tierra, mar y aire, que complementa la Convención 
de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional
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Han convenido en lo siguiente:

I. Disposiciones generales

1. El presente Protocolo complementa la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Delincuencia Organizada Transnacional y se interpretará juntamente con 
la Convención.

2. Las disposiciones de la Convención se aplicarán mutatis mutandis al presente 
Protocolo, a menos que en él se disponga otra cosa.

3. Los delitos tipificados con arreglo al artículo 6 del presente Protocolo se consi-
derarán delitos tipificados con arreglo a la Convención.

	z Artículo 2

Finalidad

El propósito del presente Protocolo es prevenir y combatir el tráfico ilícito de mi-
grantes, así como promover la cooperación entre los Estados Parte con ese fin, 
protegiendo al mismo tiempo los derechos de los migrantes objeto de dicho tráfico.

	z Artículo 3

Definiciones

Para los fines del presente Protocolo:

bernamental de composición abierta con la finalidad de elaborar una conven-
ción internacional amplia contra la delincuencia transnacional organizada y de 
examinar la posibilidad de elaborar, entre otros, un instrumento internacional 
que abordara el tráfico y el transporte ilícitos de migrantes, particularmente por 
mar, convencidos de que complementar el texto de la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional con un instrumen-
to internacional dirigido contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire 
constituirá un medio útil para prevenir y combatir esta forma de delincuencia,

	z Artículo 1

Relación con la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional
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a) Por “tráfico ilícito de migrantes” se entenderá la facilitación de la entrada ilegal 
de una persona en un Estado Parte del cual dicha persona no sea nacional o re-
sidente permanente con el fin de obtener, directa o indirectamente, un beneficio 
financiero u otro beneficio de orden material;

b) Por “entrada ilegal” se entenderá el paso de fronteras sin haber cumplido los 
requisitos necesarios para entrar legalmente en el Estado receptor;

c) Por “documento de identidad o de viaje falso” se entenderá cualquier documen-
to de viaje o de identidad:

i) Elaborado o expedido de forma espuria o alterado materialmente por cualquiera 
que no sea la persona o entidad legalmente autorizada para producir o expedir el 
documento de viaje o de identidad en nombre de un Estado; o

ii) Expedido u obtenido indebidamente mediante declaración falsa, corrupción o 
coacción o de cualquier otra forma ilegal; o

iii) Utilizado por una persona que no sea su titular legítimo;

d) Por “buque” se entenderá cualquier tipo de embarcación, con inclusión de las 
embarcaciones sin desplazamiento y los hidroaviones, que se utilice o pueda uti-
lizarse como medio de transporte sobre el agua, excluidos los buques de guerra, 
los buques auxiliares de la armada, u otros buques que sean propiedad de un 
Estado o explotados por éste y que en ese momento se empleen únicamente en 
servicios oficiales no comerciales.

	z Artículo 4

Ambito de aplicación

A menos que contenga una disposición en contrario, el presente Protocolo se apli-
cará a la prevención, investigación y penalización de los delitos tipificados con 
arreglo al artículo 6 del presente Protocolo, cuando esos delitos sean de carác-
ter transnacional y entrañen la participación de un grupo delictivo organizado, así 
como a la protección de los derechos de las personas que hayan sido objeto de 
tales delitos.

	z Artículo 5

Responsabilidad penal de los migrantes

Los migrantes no estarán sujetos a enjuiciamiento penal con arreglo al presente 
Protocolo por el hecho de haber sido objeto de alguna de las conductas enuncia-
das en el artículo 6 del presente Protocolo.
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	z Artículo 6

Penalización

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente y con 
el fin de obtener, directa o indirectamente un beneficio económico u otro beneficio 
de orden material:

a) El tráfico ilícito de migrantes;

b) Cuando se cometan con el fin de posibilitar el tráfico ilícito de migrantes:

i) La creación de un documento de viaje o de identidad falso;

ii) La facilitación, el suministro o la posesión de tal documento.

c) La habilitación de una persona que no sea nacional o residente permanente 
para permanecer en el Estado interesado, sin haber cumplido los requisitos para 
permanecer legalmente en ese Estado, recurriendo a los medios mencionados en 
el apartado b) del presente párrafo o a cualquier otro medio ilegal.

2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas legislativas y de otra índole 
que sean necesarias para tipificar como delito:

a) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, la tentativa 
de comisión de un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo;

b) La participación como cómplice en la comisión de un delito tipificado con arre-
glo al apartado a), al inciso i) del apartado b) o al apartado c) del párrafo 1 del 
presente artículo y, con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento 
jurídico, la participación como cómplice en la comisión de un delito tipificado con 
arreglo al inciso ii) del apartado b) del párrafo 1 del presente artículo; y

c) La organización o dirección de otras personas para la comisión de un delito 
tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo.

3. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas, y de otra índole que sean 
necesarias para considerar como circunstancia agravante de los delitos tipifica-
dos con arreglo al apartado a), al inciso i) del apartado b) y al apartado c) del 
párrafo 1 del presente artículo y con sujeción a los conceptos básicos de su orde-
namiento jurídico, de los delitos tipificados con arreglo a los apartados b) y c) del 
párrafo 2 del presente artículo toda circunstancia que:

a) Ponga en peligro o pueda poner en peligro la vida o la seguridad de los migran-
tes afectados; o
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b) Dé lugar a un trato inhumano o degradante de esos migrantes, en particular con 
el propósito de explotación.

4. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo impedirá que un Estado Parte 
adopte medidas contra toda persona cuya conducta constituya delito con arreglo 
a su derecho interno.

II. Tráfico ilícito de migrantes por mar

Los Estados Parte cooperarán en la mayor medida posible para prevenir y reprimir 
el tráfico ilícito de migrantes por mar, de conformidad con el derecho internacional 
del mar.

	z Artículo 8

Medidas contra el tráfico ilícito de migrantes por mar

1. Todo Estado Parte que tenga motivos razonables para sospechar que un buque 
que enarbole su pabellón o pretenda estar matriculado en su registro, que carezca 
de nacionalidad o que, aunque enarbole un pabellón extranjero o se niegue a izar 
su pabellón, tenga en realidad la nacionalidad del Estado Parte interesado, está in-
volucrado en el tráfico ilícito de migrantes por mar podrá solicitar la asistencia de 
otros Estados Parte a fin de poner término a la utilización del buque para ese fin. 
Los Estados Parte a los que se solicite dicha asistencia la prestarán, en la medida 
posible con los medios de que dispongan.

2. Todo Estado Parte que tenga motivos razonables para sospechar que un buque 
que esté haciendo uso de la libertad de navegación con arreglo al derecho inter-
nacional y que enarbole el pabellón o lleve matrícula de otro Estado Parte está 
involucrado en el tráfico ilícito de migrantes por mar podrá notificarlo al Estado del 
pabellón, pedirle que confirme la matrícula y, si la confirma, solicitarle autorización 
para adoptar medidas apropiadas con respecto a ese buque. El Estado del pabe-
llón podrá autorizar al Estado requirente, entre otras cosas, a:

a) Visitar el buque;

b) Registrar el buque; y

c) Si se hallan pruebas de que el buque está involucrado en el tráfico ilícito de mi-
grantes por mar, adoptar medidas apropiadas con respecto al buque, así como a 

	z Artículo 7

Cooperación
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las personas y a la carga que se encuentren a bordo, conforme le haya autorizado 
el Estado del pabellón.

3. Todo Estado Parte que haya adoptado cualesquiera de las medidas previstas 
en el párrafo 2 del presente artículo informará con prontitud al Estado del pabe-
llón pertinente de los resultados de dichas medidas.

4. Los Estados Parte responderán con celeridad a toda solicitud de otro Estado 
Parte con miras a determinar si un buque que está matriculado en su registro o 
enarbola su pabellón está autorizado a hacerlo, así como a toda solicitud de au-
torización que se presente con arreglo a lo previsto en el párrafo 2 del presente 
artículo.

5. El Estado del pabellón podrá, en consonancia con el artículo 7 del presente Pro-
tocolo, someter su autorización a las condiciones en que convenga con el Estado 
requirente, incluidas las relativas a la responsabilidad y al alcance de las medidas 
efectivas que se adopten. Los Estados Parte no adoptarán otras medidas sin la 
autorización expresa del Estado del pabellón, salvo las que sean necesarias para 
eliminar un peligro inminente para la vida de las personas o las que se deriven de 
los acuerdos bilaterales o multilaterales pertinentes.

6. Cada Estado Parte designará a una o, de ser necesario, a varias autoridades 
para recibir y atender las solicitudes de asistencia, de confirmación de la matrícu-
la o del derecho de un buque a enarbolar su pabellón y de autorización para adop-
tar las medidas pertinentes. Esa designación será dada a conocer, por conducto 
del Secretario General, a todos los demás Estado Parte dentro del mes siguiente 
a la designación.

7. Todo Estado Parte que tenga motivos razonables para sospechar que un buque 
está involucrado en el tráfico ilícito de migrantes por mar y no posee nacionalidad 
o se hace pasar por un buque sin nacionalidad podrá visitar y registrar el buque. Si 
se hallan pruebas que confirmen la sospecha, ese Estado Parte adoptará medidas 
apropiadas de conformidad con el derecho interno e internacional, según proceda.

	z Artículo 9

Cláusulas de protección

1. Cuando un Estado Parte adopte medidas contra un buque con arreglo al artícu-
lo 8 del presente Protocolo:

a) Garantizará la seguridad y el trato humano de las personas que se encuentren 
a bordo;
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b) Tendrá debidamente en cuenta la necesidad de no poner en peligro la seguri-
dad del buque o de su carga;

c) Tendrá debidamente en cuenta la necesidad de no perjudicar los intereses co-
merciales o jurídicos del Estado del pabellón o de cualquier otro Estado interesado;

d) Velará, dentro de los medios disponibles, por que las medidas adoptadas con 
respecto al buque sean ecológicamente razonables.

2. Cuando las razones que motivaron las medidas adoptadas con arreglo al artícu-
lo 8 del presente Protocolo no resulten fundadas y siempre que el buque no haya 
cometido ningún acto que las justifique, dicho buque será indemnizado por todo 
perjuicio o daño sufrido.

3. Toda medida que se tome, adopte o aplique de Conformidad con lo dispuesto 
en el presente capítulo tendrá debidamente en cuenta la necesidad de no interferir 
ni causar menoscabo en:

a) Los derechos y las obligaciones de los Estados ribereños en el ejercicio de su 
jurisdicción de conformidad con el derecho internacional del mar; ni en

b) La competencia del Estado del pabellón para ejercer la jurisdicción y el control 
en cuestiones administrativas, técnicas y sociales relacionadas con el buque.

4. Toda medida que se adopte en el mar en cumplimiento de lo dispuesto en el pre-
sente capítulo será ejecutada únicamente por buques de guerra o aeronaves milita-
res, o por otros buques o aeronaves que ostenten signos claros y sean identificables 
como buques o aeronaves al servicio de un gobierno y autorizados a tal fin.

	z Artículo 10

Información

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 27 y 28 de la Convención y con 
miras a lograr los objetivos del presente Protocolo, los Estados Parte, en particular 
los que tengan fronteras comunes o estén situados en las rutas de tráfico ilícito 
de migrantes, intercambiarán, de conformidad con sus respectivos ordenamientos 
jurídicos y administrativos internos, información pertinente sobre asuntos como:

a) Los lugares de embarque y de destino, así como las rutas, los transportistas 
y los medios de transporte a los que, según se sepa o se sospeche, recurren los 

III. Medidas de prevención, cooperación y otras medidas
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grupos delictivos organizados involucrados en las conductas enunciadas en el 
artículo 6 del presente Protocolo;

b) La identidad y los métodos de las organizaciones o los grupos delictivos or-
ganizados Involucrados o sospechosos de estar involucrados en las conductas 
enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo;

c) La autenticidad y la debida forma de los documentos de viaje expedidos por los 
Estados Parte, así como todo robo o concomitante utilización ilegítima de docu-
mentos de viaje o de identidad en blanco;

d) Los medios y métodos utilizados, para la ocultación y el transporte de personas, 
la alteración, reproducción o adquisición ilícitas o cualquier otra utilización indebi-
da de los documentos de viaje o de identidad empleados en las conductas enun-
ciadas en el artículo 6 del presente Protocolo, así como las formas de detectarlos;

e) Experiencias de carácter legislativo, así como prácticas y medidas conexas, 
para prevenir y combatir las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente 
Protocolo; y

f) Cuestiones científicas y tecnológicas de utilidad para el cumplimiento de la ley, 
a fin de reforzar la capacidad respectiva de prevenir, detectar e investigar las con-
ductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo y de enjuiciar a las per-
sonas implicadas en ellas.

2. El Estado Parte receptor de dicha información dará cumplimiento a toda solici-
tud del Estado Parte que la haya facilitado en el sentido de imponer restricciones 
a su utilización.

	z Artículo 11 

Medidas fronterizas

1. Sin perjuicio de los compromisos internacionales relativos a la libre circulación de 
personas, los Estados Parte reforzarán, en la medida de lo posible, los controles fron-
terizos que sean necesarios para prevenir y detectar el tráfico ilícito de migrantes.

2. Cada Estado Parte adoptará medidas legislativas u otras medidas apropiadas 
para prevenir, en la medida de lo posible, la utilización de medios de transporte ex-
plotados por transportistas comerciales para la comisión del delito tipificado con 
arreglo al apartado a), del párrafo 1 del artículo 6 del presente Protocolo.

3. Cuando proceda sin perjuicio de las convenciones internacionales aplicables 
se preverá, entre esas medidas, la obligación de los transportistas comerciales, 
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incluidas, las empresas de transporte, así como los propietarios o explotadores de 
cualquier medio de transporte, de cerciorarse de que todos los pasajeros tengan 
en su poder los documentos de viaje requeridos para entrar en el Estado receptor.

4. Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias, de conformidad con su 
derecho interno, para prever sanciones en caso de incumplimiento de la obliga-
ción enunciada en el párrafo 3 del presente artículo.

5. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas que permitan, de 
conformidad con su derecho interno, denegar la entrada o revocar visados a personas 
implicadas en la comisión de delitos tipificados con arreglo al presente Protocolo.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27 de la Convención, los Estados Par-
te considerarán la posibilidad de reforzar la cooperación entre los organismos de 
control fronterizo, en particular, entre otras medidas, estableciendo y manteniendo 
conductos de comunicación directos.

	z Artículo 12

Seguridad y control de los documentos

Cada Estado Parte adoptará, con los medios de que disponga, las medidas que se 
requieran para:

a) Garantizar la necesaria calidad de los documentos de viaje o de identidad que 
expida a fin de que éstos no puedan con facilidad utilizarse indebidamente ni fal-
sificarse o alterarse, reproducirse o expedirse de forma ilícita; y

b) Garantizar la integridad y seguridad de los documentos de viaje o de identidad 
que expida o que se expidan en su nombre e impedir la creación, expedición y uti-
lización ilícitas de dichos documentos.

	z Artículo 13

Legitimidad y validez de los documentos

Cuando lo solicite otro Estado Parte, cada Estado Parte verificará, de conformidad 
con su derecho interno y dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez de 
los documentos de viaje o de identidad expedidos o presuntamente expedidos en 
su nombre y sospechosos de ser utilizados para los fines de las conductas enun-
ciadas en el artículo 6 del presente Protocolo.



Legislación sobre trata de personas y actividades conexas en Panamá

68

Legislación sobre trata de personas y actividades conexas en Panamá

	z Artículo 14

Capacitación y cooperación técnica

1. Los Estados Parte impartirán a los funcionarios de inmigración y a otros funciona-
rios pertinentes capacitación especializada en la prevención de las conductas enun-
ciadas en el artículo 6 del presente Protocolo y en el trato humano de los migrantes 
objeto de esa conducta, respetando al mismo tiempo sus derechos reconocidos 
conforme al presente Protocolo o reforzarán dicha capacitación, según proceda.

2. Los Estados Parte cooperarán entre sí y con las organizaciones internacionales 
competentes, las organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones per-
tinentes y demás sectores de la sociedad civil, según proceda, a fin de garantizar 
que en sus respectivos territorios se imparta una capacitación de personal ade-
cuada para prevenir, combatir y erradicar las conductas enunciadas en el artículo 
6 del presente Protocolo, así como proteger los derechos de los migrantes que 
hayan sido objeto de esas conductas.

Dicha capacitación incluirá, entre otras cosas:

a) La mejora de la seguridad y la calidad de los documentos de viaje;

b) El reconocimiento y la detección de los documentos de viaje o de identidad 
falsificados;

c) La compilación de información de inteligencia criminal, en particular con res-
pecto a la identificación de los grupos delictivos organizados involucrados o sos-
pechosos de estar involucrados en las conductas, enunciadas en el artículo 6 del 
presente Protocolo, los métodos utilizados para transportar a los migrantes objeto 
de dicho tráfico, la utilización indebida de documentos de viaje o de identidad para 
los fines de las conductas enunciadas en el artículo 6 y los medios de ocultación 
utilizados en el tráfico ilícito de migrantes;

d) La mejora de los procedimientos para detectar a las personas objeto de tráfico 
ilícito en puntos de entrada y salida convencionales y no convencionales; y

e) El trato humano de los migrantes afectados y la protección de sus derechos 
reconocidos conforme el presente Protocolo.

3. Los Estados Parte que tengan conocimientos especializados pertinentes con-
siderarán la posibilidad de prestar asistencia técnica a los Estados que sean fre-
cuentemente países de origen o de tránsito de personas que hayan sido objeto 
de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo. Los Estados 
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Parte harán todo lo posible por suministrar los recursos necesarios, como vehícu-
los, sistemas de informática y lectores de documentos, para combatir las conduc-
tas enunciadas en el artículo 6.

	z Artículo 15

Otras medidas de prevención

1. Cada, Estado Parte adoptará medidas para cerciorarse de poner en marcha pro-
gramas de información o reforzar los ya existentes a fin de que la opinión pública 
sea más consciente de que las conductas enunciadas en el artículo 6 del presen-
te Protocolo son una actividad delictiva que frecuentemente realizan los grupos 
delictivos organizados con fines de lucro y que supone graves riesgos para los 
migrantes afectados

2. De conformidad con el artículo 31 de la Convención, los Estados Parte coope-
rarán en el ámbito de la información pública a fin de impedir que los migrantes 
potenciales lleguen a ser víctimas de grupos delictivos organizados.

3. Cada Estado Parte promoverá o reforzará, según proceda, los programas y la 
cooperación para el desarrollo en los planos nacional, regional e internacional, te-
niendo en cuenta las realidades socioeconómicas de la migración y prestando 
especial atención a las zonas económica y socialmente deprimidas, a fin de com-
batir las causas socioeconómicas fundamentales del tráfico ilícito de migrantes, 
como la pobreza y el subdesarrollo.

	z Artículo 16

Medidas de protección y asistencia

1. Al aplicar el presente Protocolo, cada Estado Parte adoptará, en consonancia 
con sus obligaciones emanadas del derecho internacional, todas las medidas 
apropiadas, incluida la legislación que sea necesaria, a fin de preservar y proteger 
los derechos de las personas que hayan sido objeto de las conductas enunciadas 
en el artículo 6 del presente Protocolo, conforme a las normas aplicables del dere-
cho internacional, en particular el derecho a la vida y el derecho a no ser sometido 
a tortura o a otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.

2. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para otorgar a los migrantes 
protección adecuada contra toda violencia que puedan infligirles personas o gru-
pos por el hecho de haber sido objeto de las conductas enunciadas en el artículo 
6 del presente Protocolo.
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3. Cada Estado Parte prestará asistencia apropiada a los migrantes cuya vida o 
seguridad se haya puesto en peligro como consecuencia de haber sido objeto de 
las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo.

4. Al aplicar las disposiciones del presente artículo, los Estados Parte tendrán en 
cuenta las necesidades especiales de las mujeres y los niños.

5. En el caso de la detención de personas que hayan sido objeto de las conductas 
enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo, cada Estado Parte cumplirá las 
obligaciones contraídas con arreglo a la Convención de Viena sobre Relaciones 
Consulares, cuando proceda, incluida la de informar sin demora a la persona afec-
tada sobre las disposiciones relativas a la notificación del personal consular y a la 
comunicación con dicho personal.

	z Artículo 17

Acuerdos y arreglos

1. Cada Estado Parte conviene en facilitar y aceptar, sin demora indebida injustifi-
cada, la repatriación de toda persona que haya sido objeto de las conductas enun-
ciadas en el artículo 6 del presente Protocolo y que sea nacional de ese Estado 
Parte o tuviese derecho de residencia permanente en su territorio en el momento 
de la repatriación.

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de facilitar y aceptar la repatria-
ción de una persona que haya sido objeto de las conductas enunciadas en el ar-
tículo 6 del presente Protocolo y que, de conformidad con el derecho interno, tu-
viese derecho de residencia permanente en el territorio de ese Estado Parte, en el 
momento de su entrada en el Estado receptor.

Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos bilaterales o 
regionales o arreglos operacionales con miras a:

a) Adoptar las medidas más apropiadas y eficaces para prevenir y combatir las 
conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo; o

b) Contribuir conjuntamente a reforzar las disposiciones del presente Protocolo.

	z Artículo 18

Repatriación de los migrantes objeto de tráfico ilícito
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3. A petición del Estado Parte receptor, todo Estado Parte requerido verificará, sin 
demora indebida o injustificada, si una persona que ha sido objeto de las conduc-
tas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo es nacional de ese Estado 
Parte o tiene derecho de residencia, permanente en su territorio.

4. A fin facilitar la repatriación de toda persona que haya sido objeto de las con-
ductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo y que carezca de la de-
bida documentación, el Estado Parte del que esa persona sea nacional o en cuyo 
territorio tenga derecho de residencia permanente convendrá en expedir, previa 
solicitud del Estado Parte receptor, los documentos de viaje o autorización de otro 
tipo que sean necesarios para que la persona pueda viajar a su territorio y reingre-
sar en él.

5. Cada Estado Parte que intervenga en la repatriación de una persona que haya sido 
objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo adoptará 
todas las medidas que proceda para llevar a cabo la repatriación de manera ordenada 
y teniendo debidamente en cuenta la seguridad y dignidad de la persona.

6. Los Estados Parte podrán cooperar con las organizaciones internacionales que 
proceda para aplicar el presente artículo.

7. Las disposiciones del presente artículo no menoscabarán ninguno de los derechos 
reconocidos a las personas que hayan sido objeto de las conductas enunciadas en el 
artículo 6 del presente Protocolo por el derecho interno del Estado Parte receptor.

8. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará a las obligaciones con-
traídas con arreglo a cualquier otro tratado bilateral o multilateral aplicable o a 
cualquier otro acuerdo o arreglo operacional que rija, parcial o totalmente, la repa-
triación de las personas que hayan sido objeto de las conductas enunciadas en el 
artículo 6 del presente Protocolo.

IV. Disposiciones finales

	z Artículo 19

Cláusula de salvaguardia

1. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo afectará a los demás derechos, 
obligaciones y responsabilidades de los Estados y las personas con arreglo al de-
recho internacional, incluidos el derecho internacional humanitario y la normativa 
internacional de derechos humanos y, en particular, cuando sean aplicables, la 
Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, 
así como el principio de non-refoulement consagrado en dichos instrumentos.



Legislación sobre trata de personas y actividades conexas en Panamá

72

Legislación sobre trata de personas y actividades conexas en Panamá

2. Las medidas previstas en el presente Protocolo se interpretarán y aplicarán de 
forma que no sea discriminatoria para las personas por el hecho de ser objeto de 
las conductas enunciada en el artículo 6 del presente Protocolo. La interpretación 
y aplicación de esas medidas estarán en consonancia con los principios de no 
discriminación internacionalmente reconocidos.

	z Artículo 20

Solución de controversias

1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la 
interpretación o aplicación del presente Protocolo mediante la negociación.

2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o 
la aplicación del presente Protocolo que no puede resolverse mediante la nego-
ciación dentro de un plazo razonable deberá, a solicitud de uno de esos Estados 
Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses después de la fecha de la solicitud de 
arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse de acuerdo sobre la organiza-
ción del arbitraje, cualquiera de esas Partes podrá remitir la controversia a la Corte 
Internacional de Justicia mediante solicitud conforme al Estado de la Corte.

3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o 
aprobación del presente Protocolo o de la adhesión a él, declarar que no se consi-
dera vinculado por el párrafo 2 del presente artículo. Los demás Estados Parte no 
quedarán vinculados por el párrafo 2 del presente artículo respecto de todo Estado 
Parte que haya hecho esa reserva.

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del 
presente artículo, podrá en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al 
Secretario General de las Naciones Unidas.

	z Artículo 21

Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados del 12 al 15 
de diciembre de 2000 en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede de las 
Naciones Unidas en Nueva York hasta el 12 de diciembre de 2002.

2. El presente Protocolo también estará abierto a la firma de las organizaciones 
regionales de integración económica siempre que al menos uno de los Estados 
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miembros de tales organizaciones haya firmado el presente Protocolo de confor-
midad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo.

3. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación. Los 
instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas. Las organizaciones regionales de 
integración económica podrán depositar su instrumento de ratificación, acepta-
ción o aprobación si por lo menos uno de sus Estados miembros ha procedido 
de igual manera. En ese instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, 
esas organizaciones declararán el alcance de su competencia con respecto a las 
cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas organizaciones comunica-
rán también al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su 
competencia.

4. El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de todos los Estados u or-
ganizaciones regionales de integración económica que cuenten por lo menos 
con un Estado miembro que sea Parte en el presente Protocolo. Los instrumen-
tos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Nacio-
nes Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones regionales de 
integración económica declararán el alcance de su competencia con respecto a 
las cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas organizaciones comu-
nicarán también al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de 
su competencia.

1. El presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha 
en que se haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, acep-
tación, aprobación o adhesión, a condición de que no entre en vigor antes de la 
entrada en vigor de la Convención. A los efectos del presente párrafo, los instru-
mentos depositados por una organización regional de integración económica 
no se considerarán adicionales a los depositados por los Estados miembros de 
tal organización.

2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifi-
que, acepte o apruebe el presente Protocolo o se adhiera a él después de haberse 
depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión, el presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día después de 
la fecha en que ese Estado u organización haya depositado el instrumento per-
tinente o en la fecha de su entrada en vigor con arreglo al párrafo 1 del presente 
artículo, cualquiera que sea la última fecha.

	z Artículo 22

Entrada en vigor
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	z Artículo 23

Enmienda

1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor del presen-
te Protocolo, los Estados Parte podrán proponer enmiendas por escrito al Se-
cretario General de las Naciones Unidas, quien a continuación comunicará toda 
enmienda propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia de las Partes en la 
Convención para que la examinen y decidan al respecto. Los Estados Parte en 
el presente Protocolo reunidos en la Conferencia de las Partes harán todo lo po-
sible por lograr un consenso sobre cada enmienda. Si se han agotado todas las 
posibilidades de lograr un consenso y no se ha llegado a un acuerdo, la aproba-
ción de la enmienda exigirá, en última instancia, una mayoría de dos tercios de 
los Estados Parte en el presente Protocolo presentes y votantes en la sesión de 
la Conferencia de las Partes.

2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su 
competencia ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con un 
número de votos igual al número de sus Estados miembros que sean Partes en 
el presente Protocolo. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto si 
sus Estados miembros ejercen, el suyo, y viceversa.

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo 
estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte.

4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente artí-
culo entrará en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de la fe-
cha en que éste deposite en poder del Secretario General de las Naciones Unidas 
un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa enmienda.

5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte 
que hayan expresado su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte 
quedarán sujetos a las disposiciones del presente Protocolo, así como a cual-
quier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o aprobado.

	z Artículo 24

Denuncia

1. Los Estados Parte podrán denunciar el presente Protocolo mediante notifica-
ción escrita al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá 
efecto un año después de la fecha en que el Secretario General haya recibido 
la notificación.
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2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Par-
tes en el presente Protocolo cuando lo hayan denunciado todos sus Estados 
miembros.

	z Artículo 25

Depositario e idiomas

1 El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del presente 
Protocolo.

2. El original del presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, fran-
cés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secreta-
rio General de las Naciones Unidas.

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por 
sus respectivos gobiernos, han firmado el presente Protocolo.
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Toda acción en la cual un individuo, por su condición de autoridad, conocimien-
to, familiaridad, cercanía o confianza, use o ejerza su poder o influencia para 
aprovecharse de otra. Aplica, entre otras, en la relación entre médico y pacien-
te; empleado y empleador; profesor y estudiante; persona famosa y seguidora.  

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otra disposiciones. Publicada en 
la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.

A

Conceptos - Glosario

1.     Abuso de poder

2.     Actividades conexas

Aquellas que comprenden el embarazo forzado u obtenido bajo engaño, coacción, 
aprovechándose de una situación de vulnerabilidad; la actividad ilícita de transpor-
tistas y arrendatarios, poseedores y administradores de bienes muebles e inmue-
bles o telemáticos o activos de cualquier tipo, incluyendo, pero sin limitarse, redes 
sociales, aplicaciones web, telefónicas u algún otro servicio digital, que se encuen-
tre relacionado con la trata de personas; el tráfico, la extracción, la implantación, la 
tenencia o comercialización ilícita de células, embriones, órganos, tejidos, fluidos o 
cualquier elemento del cuerpo humano, así como cualquier otra acción que se deri-
ve directamente del delito de trata de personas.

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.

Aquella que no cumple con las garantías del procedimiento y requisitos estableci-
dos legalmente para la adopción, con o sin el consentimiento de sus padres, tutores 
o familia, y es utilizada con fines de explotación de la persona menor de edad. 

3.     Adopción irregular con fines de explotación

04
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Afectación que impide o menoscaba gravemente la realización de las expectativas de 
desarrollo personal, familiar, profesional y social de la persona víctima, factibles en 
condiciones normales. 

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada en 
la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.

D
4.     Daño al proyecto vital

5.     Daño psíquico

6.     Delito transnacional

Aquel que es consecuencia de un evento o hecho victimizante que provoca altera-
ciones o perturbaciones psicológicas en la persona víctima, alterando su interacción 
social, originando alteraciones en las áreas afectivas, volitiva, ideatoria o en todas 
ellas, es decir, desencadena algún grado de condición, trauma o patología, que puede 
ser de carácter transitorio (lesión psíquica) o permanente (secuela emocional).

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.

Delito que: (a) se comete en más de un Estado; (b) se comete dentro de un solo Es-
tado, pero una parte sustancial de su preparación, planificación, dirección o control 
se realiza en otro Estado; (c) se comete dentro de un solo Estado, pero entraña la 
participación de un grupo delictivo organizado que realiza actividades delictivas en 
más de un Estado; o (d) se comete en un solo Estado, pero tiene efectos sustanciales 
en otro Estado.

Fuente: Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional, 
15 de noviembre de 2000, Artículo 3(2)

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.
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8.     Esclavitud

9.     Explotación

10.    Extracción ilícita de órganos u
         otros elementos del cuerpo humano

Estado o condición de una persona sobre la cual se ejercitan todos los poderes aso-
ciados al derecho de propiedad. 

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.

Obtención de beneficios financieros, comerciales o de otro tipo, para sí mismo o un 
tercero, a través de la participación de otra persona en explotación sexual, trabajos o 
servicios forzados, la esclavitud o prácticas análogas y la extracción ilícita de órganos.

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.

Sustracción de uno o varios órganos u otros elementos del cuerpo humano sin aplicar 
los procedimientos médicos legalmente establecidos, aunque implique algún beneficio.

E
7.     Entidades responsables

En el marco de sus competencias, además de las instituciones miembros de la Co-
misión Nacional contra la Trata de Personas, aquellas entidades públicas responsa-
bles de la prevención, investigación y penalización de todas las formas de trata de 
personas y actividades conexas, nacionales o transnacionales, estén o no relaciona-
das con el crimen organizado. 

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.
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Práctica por la cual:

M
11.     Matrimonio servil

a. Una persona, generalmente por coacción o abuso de poder, es prometida o en-
tregada en matrimonio a cambio del pago de una retribución en dinero o especie u 
otra ventaja inmaterial por parte de sus padres, representante legal, tutor, familiar o 
cualquier otra persona o grupo a cuyo cargo se encuentre la persona o que tenga 
incidencia sobre esta.

b. El cónyuge, su familia, grupo o clan se atribuye el derecho a dar o entregar a otra 
persona a cambio de una retribución por el valor recibido o de otro modo.

c. Una persona a la muerte de su cónyuge es heredada a otra persona.

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.

12.     Mendicidad forzada

Situación en la cual la víctima es obligada, mediante engaño, amenaza u otras for-
mas de violencia, a pedir dinero en cualquier lugar a beneficio de otro. 

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.
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15.    Reintegración social

16.    Servidumbre

Proceso ordenado, planificado y consensuado con la persona víctima de trata que 
tiene como objetivo facilitar su recuperación integral y retorno a la vida en sociedad 
con pleno disfrute de sus derechos humanos.

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.

R

S

Estado de dependencia o sometimiento de la voluntad en el que la persona victima-
ria induce u obliga a la víctima a realizar actos o trabajos o a prestar servicios con 
el uso del engaño, amenaza u otra forma de violencia.

14.    Prostitución forzada

Prostitución forzada. Situación en la cual la víctima es manipulada u obligada a 
ejecutar actos que involucran su cuerpo para satisfacer deseos sexuales de otra 
persona u otras personas, con o sin remuneración por ello. 

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.

Aquellas que incluyen la servidumbre por deudas, los matrimonios serviles y la en-
trega de niños para su explotación, que son formas de la trata de personas. 

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.

P
13.    Prácticas análogas a la esclavitud
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17.    Situación de vulnerabilidad

Condición resultante de la forma en que los individuos experimentan negativamente 
la interacción compleja de factores sociales, culturales, económicos, políticos y am-
bientales que conforman el contexto de sus comunidades. Esta condición puede ser:

a. Previa a la situación de victimización: cuando la capacidad del individuo para 
prevenir, resistir o sobreponerse a un impacto que le sitúe en situación de riesgo no 
está desarrollada o se encuentra limitada por circunstancias diversas, para ejercitar 
con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordena-
miento jurídico.

b. Generada por el tratante: cuando mantiene en aislamiento físico o psicológico a 
la persona víctima, manipula psicológicamente a la persona víctima o la induce al 
consumo de sustancias psicoactivas, y cualquier otro.

c. Mantenida por el entorno social de manera indirecta, al no favorecer o impedir: 
la sensibilización y el conocimiento sobre el delito, las posibilidades de verificar 
información engañosa, las opciones de reporte de sospecha o denuncia del delito, 
los recursos con los que puede contar la persona víctima para afrontar su supervi-
vencia y reintegración social, y cualquier otro. 

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.

18.    Trabajo o servicio forzado

T

Todo servicio realizado a una persona bajo la amenaza de un daño o el deber de 
pago de una deuda. 

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.
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19.    Transportista

20.    Trata de personas

Persona natural o jurídica que promueve, facilita o ejecuta el traslado de bienes y 
personas por vía terrestre, aérea o marítima, tanto en el sector público como priva-
do, y que puede ser utilizada para la comisión del delito de trata de personas o sus 
actividades conexas. 

Fuente: Ley 458 de martes 3 de diciembre de 2024, Que reforma la Ley 79 de 2011, Sobre trata 
de personas y actividades conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. Publicada 
en la Gaceta Oficial Digital N.° 30171-B de 3 de diciembre de 2024.

Captación, transporte, traslado, acogida o recepción de personas, recurriendo a la 
amenaza o al uso de la fuerza y otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al 
engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o 
recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona 
que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esa explotación incluirá, 
como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación 
sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la 
esclavitud, la servidumbre o la extracción ilícita de órganos.

Fuente: Naciones Unidas. (2000). Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de perso-
nas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional. Naciones Unidas. https://www.ohchr.org/
sites/default/files/Documents/ProfessionalInterest/ProtocolTraffickingInPersons_sp.pdf”
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Capítulo I
Disposiciones Generales

La Asamblea Nacional decreta:

De 9 de noviembre de 2011
Sobre trata de personas y actividades conexas

2LEY 79

	z Artículo 1. Esta Ley tiene como objetivo adoptar medidas para la prevención 
de la victimización y revictimización y la protección y asistencia a las víctimas 
y posibles víctimas de trata de personas, panameñas o extranjeras en territorio 
nacional o trasladadas al territorio nacional y panameñas en el exterior, garanti-
zándoles el respeto a los derechos humanos, así como para la penalización de 
la trata de personas y actividades conexas y el fortalecimiento de las políticas y 
acciones de seguridad del Estado frente a estos hechos punibles.

	z Artículo 2. La presente Ley se aplica para la prevención, investigación y penaliza-
ción de todas las formas de trata de personas y actividades conexas, nacional o 
transnacional, esté o no relacionada con el crimen organizado, y para la atención 
y protección de las personas víctimas de estos delitos.

	z Artículo 3. Los fines de esta Ley son:

2 Publicada en la Gaceta Oficial No. 26912 de 15 de noviembre de 2011 (No. 26941-B de 29 de diciembre de 
2011) y reglamentada mediante Decreto Ejecutivo 303 de 6 de septiembre de 2011. La edición de la presente 
Ley incluye las modificaciones, adiciones y derogatorias dispuestas en la Ley 458 de 3 de diciembre de 2024, 
que reforma la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dictas otras 
disposiciones  (Gaceta Oficial No. 30171-B de 3 de diciembre de 2024); y la modificación introducida mediante 
la Ley 121 de 31 de diciembre de 2013, que reforma el Código Penal, Judicial y Procesal Penal y adopta Medidas 
contra las Actividades Relacionadas con el Delito de Delincuencia Organizada (Gaceta Oficial N.° 27446-B de 3 
de enero de 2014).

1. Prevenir y combatir la trata de personas y actividades conexas, prestando 
especial atención a las mujeres y a las personas menores de edad.

2. Promover políticas públicas para la prevención de la trata de personas y 
actividades conexas.

05
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3. Proponer la normativa necesaria para la efectiva sanción de la trata de 
personas y actividades conexas.

4. Desarrollar un marco específico y complementario de protección, asisten-
cia y reparación a las víctimas de trata de personas y actividades conexas, 
respetando plenamente sus derechos humanos.

5. Establecer los mecanismos para impulsar y facilitar la cooperación nacio-
nal e internacional en el tema de trata de personas y actividades conexas.

	z Artículo 4. Para los efectos de esta Ley, los siguientes términos se entenderán así:

1. Abuso de poder. Toda acción en la cual un individuo, por su condición de 
autoridad, conocimiento, familiaridad, cercanía o confianza, use o ejerza su 
poder o influencia para aprovecharse de otra. Aplica, entre otras, en la relación 
entre médico y paciente; empleado y empleador; profesor y estudiante; perso-
na famosa y seguidora.

2. Acceso a la justicia. En el contexto de este delito, facilitar la participación 
en el proceso judicial a las personas víctimas de trata, incluyendo las que se 
encuentren en situación de tránsito a otros países, a través de la aplicación 
del anticipo jurisdiccional de prueba con prioridad; facilitar las medidas de 
protección internacional frente al crimen organizado transnacional; la posibi-
lidad de utilizar medios telemáticos para brindar el testimonio de una forma 
que mantenga protegida su identidad y ubicación; respetar tiempos de recu-
peración y reflexión para que la persona víctima decida sobre su participación 
en el proceso penal e incluso pueda reconocerse como víctima; facilitar órde-
nes de compensación o indemnización que reparen en parte el daño realizado 
y la afectación en su persona, en su entorno familiar y proyecto de vida.

3. Actividades conexas. Aquellas que comprenden el embarazo forzado u 
obtenido bajo engaño, coacción, aprovechándose de una situación de vulne-
rabilidad; la actividad ilícita de transportistas y arrendatarios, poseedores y 
administradores de bienes muebles e inmuebles o telemáticos o activos de 
cualquier tipo, incluyendo, pero sin limitarse, redes sociales, aplicaciones web, 
telefónicas u algún otro servicio digital, que se encuentre relacionado con la 
trata de personas; el tráfico, la extracción, la implantación, la tenencia o co-
mercialización ilícita de células, embriones, órganos, tejidos, fluidos o cual-

3 Aparece como fue modificado por el artículo 1 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

3
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quier elemento del cuerpo humano, así como cualquier otra acción que se 
derive directamente del delito de trata de personas.

4. Adopción irregular con fines de explotación. Aquella que no cumple con 
las garantías del procedimiento y requisitos establecidos legalmente para la 
adopción, con o sin el consentimiento de sus padres, tutores o familia, y es 
utilizada con fines de explotación de la persona menor de edad.

5. Daño al proyecto vital. Afectación que impide o menoscaba gravemente la 
realización de las expectativas de desarrollo personal, familiar, profesional y 
social de la persona víctima, factibles en condiciones normales. 

6. Daño psíquico. Aquel que es consecuencia de un evento o hecho victimi-
zante que provoca alteraciones o perturbaciones psicológicas en la persona 
víctima, alterando su interacción social, originando alteraciones en las áreas 
afectivas, volitiva, ideatoria o en todas ellas, es decir, desencadena algún gra-
do de condición, trauma o patología, que puede ser de carácter transitorio 
(lesión psíquica) o permanente (secuela emocional).

7. Entidades responsables. En el marco de sus competencias, además de 
las instituciones miembros de la Comisión Nacional contra la Trata de Per-
sonas, aquellas entidades públicas responsables de la prevención, investi-
gación y penalización de todas las formas de trata de personas y activida-
des conexas, nacionales o transnacionales, estén o no relacionadas con el 
crimen organizado.

8. Esclavitud. Estado o condición de una persona sobre la cual se ejercitan 
todos los poderes asociados al derecho de propiedad.

9. Explotación. Obtención de beneficios financieros, comerciales o de otro 
tipo, para sí mismo o un tercero, a través de la participación de otra persona 
en explotación sexual, trabajos o servicios forzados, la esclavitud o prácticas 
análogas y la extracción ilícita de órganos.

10. Extracción ilícita de órganos u otros elementos del cuerpo humano. Sus-
tracción de uno o varios órganos u otros elementos del cuerpo humano sin 
aplicar los procedimientos médicos legalmente establecidos, aunque impli-
que algún beneficio.

11. Matrimonio servil. Práctica por la cual:

a. Una persona, generalmente por coacción o abuso de poder, es prome-
tida o entregada en matrimonio a cambio del pago de una retribución en 
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dinero o especie u otra ventaja inmaterial por parte de sus padres, repre-
sentante legal, tutor, familiar o cualquier otra persona o grupo a cuyo cargo 
se encuentre la persona o que tenga incidencia sobre esta.

b. El cónyuge, su familia, grupo o clan se atribuye el derecho a dar o entre-
gar a otra persona a cambio de una retribución por el valor recibido o de 
otro modo.

c. Una persona a la muerte de su cónyuge es heredada a otra persona.

12. Mendicidad forzada. Situación en la cual la víctima es obligada, median-
te engaño, amenaza u otras formas de violencia, a pedir dinero en cualquier 
lugar a beneficio de otro.

13. Prácticas análogas a la esclavitud. Aquellas que incluyen la servidumbre 
por deudas, los matrimonios serviles y la entrega de niños para su explota-
ción, que son formas de la trata de personas.

14. Prostitución forzada. Situación en la cual la víctima es manipulada u obli-
gada a ejecutar actos que involucran su cuerpo para satisfacer deseos sexua-
les de otra persona u otras personas, con o sin remuneración por ello.

15. Reintegración social. Proceso ordenado, planificado y consensuado 
con la persona víctima de trata que tiene como objetivo facilitar su recu-
peración integral y retorno a la vida en sociedad con pleno disfrute de sus 
derechos humanos.

16. Servidumbre. Estado de dependencia o sometimiento de la voluntad en 
el que la persona victimaria induce u obliga a la víctima a realizar actos o 
trabajos o a prestar servicios con el uso del engaño, amenaza u otra forma 
de violencia.

17. Situación de vulnerabilidad. Condición resultante de la forma en que los 
individuos experimentan negativamente la interacción compleja de factores 
sociales, culturales, económicos, políticos y ambientales que conforman el 
contexto de sus comunidades. Esta condición puede ser:

a. Previa a la situación de victimización: cuando la capacidad del individuo 
para prevenir, resistir o sobreponerse a un impacto que le sitúe en situa-
ción de riesgo no está desarrollada o se encuentra limitada por circuns-
tancias diversas, para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los 
derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.
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Generada por el tratante: cuando mantiene en aislamiento físico o psicoló-
gico a la persona víctima, manipula psicológicamente a la persona víctima 
o la induce al consumo de sustancias psicoactivas, y cualquier otro.

Mantenida por el entorno social de manera indirecta, al no favorecer o im-
pedir: la sensibilización y el conocimiento sobre el delito, las posibilidades 
de verificar información engañosa, las opciones de reporte de sospecha o 
denuncia del delito, los recursos con los que puede contar la persona víc-
tima para afrontar su supervivencia y reintegración social, y cualquier otro.

18. Trabajo o servicio forzado. Todo servicio realizado a una persona bajo la 
amenaza de un daño o el deber de pago de una deuda.

19. Transportista. Persona natural o jurídica que promueve, facilita o ejecuta 
el traslado de bienes y personas por vía terrestre, aérea o marítima, tanto en 
el sector público como privado, y que puede ser utilizada para la comisión 
del delito de trata de personas o sus actividades conexas.

20. Trata de personas. Captación, transporte, traslado, acogida o recepción 
de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza y otras formas de 
coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación 
de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para 
obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, 
con fines de explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la explota-
ción de la prostitución u otras formas de explotación sexual, los trabajos o 
servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la 
servidumbre o la extracción ilícita de órganos.

Capítulo II

	z Artículo 5. Se eleva a tema de Estado la Política Nacional contra la Trata de 
Personas, en consecuencia, las instituciones públicas a que se refiere esta Ley 
se integrarán en un sistema de gestión coordinada para el combate integral de 
este flagelo.

Política Nacional contra 
la Trata de Personas
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	z Artículo 6. Para el logro de los fines de esta Ley, se establece un Plan Nacio-
nal contra la Trata de Personas, que será aprobado mediante decreto ejecutivo, 
como eje rector de la política nacional en este campo.

	z Artículo 7. El Ministerio de Seguridad Pública, a través de la Comisión Nacional 
contra la Trata de Personas, será el organismo encargado de adoptar e imple-
mentar el Plan Nacional contra la Trata de Personas.

	z Artículo 8. La Comisión Nacional contra la Trata de Personas elaborará e im-
plementará el Plan Nacional en coordinación con las instituciones estatales, no 
estatales, organizaciones de la sociedad civil y organismos internacionales de 
acuerdo con sus competencias y el apoyo que brinden a la lucha contra la trata 
de personas.

Todas las acciones que se acuerden y apliquen dentro del Plan Nacional contra 
la Trata de Personas se fundamentarán en el marco del respeto a los derechos 
humanos y a las especialidades de sexo y edad de la víctima.

	z Artículo 9. Para la elaboración del Plan Nacional contra la Trata de Personas, se 
tendrán en cuenta los siguientes objetivos:

	z Artículo 10. El Plan Nacional contra la Trata de Personas determinará y descri-
birá las actividades y competencias que le corresponderá realizar a cada institu-
ción del Estado de acuerdo con los lineamientos establecidos en esta Ley.

	z Artículo 11. Corresponderá a la Comisión nacional contra la Trata de Personas 
el diseño, ejecución y seguimiento de la Política Nacional contra la Trata de Per-
sonas y del Plan Nacional contra la Trata de Personas.

1. Promover políticas públicas para la prevención de la trata de personas y 
actividades conexas.

2. Propiciar la normativa necesaria para fortalecer la investigación y sanción 
del delito de trata de personas y sus actividades conexas.

3. Definir un marco específico y complementario de protección y asistencia a 
las víctimas de trata de personas, así como a los testigos.

4. Impulsar y facilitar la cooperación nacional e internacional en el tema de 
trata de personas y actividades conexas.
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	z Artículo 12. Se crea la Comisión Nacional contra la Trata de Personas, en ade-
lante la Comisión Nacional, como un organismo técnico administrativo, con per-
sonería jurídica, adscrita al Ministerio de Seguridad Pública.

	z Artículo 13. La Comisión Nacional estará exenta del pago de toda clase de im-
puestos, timbres y tasas y de cualquiera otra forma de tributación y tendrá en 
los juicios en que sea parte el mismo tratamiento que las entidades públicas.

	z  Artículo 14. La Comisión Nacional tendrá las siguientes funciones:

Capítulo III
Comisión Nacional contra 
la Trata de Personas

Comisión NacionalSección 1.a

4 Aparece como fue modificado por el artículo 2 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

1. Diseñar la Política Nacional contra la Trata de Personas, promover su apro-
bación y adoptar las medidas necesarias para la gestión integrada de las ins-
tituciones públicas relacionadas con la prevención, atención y represión del 
delito de trata de personas.

2. Proponer, dirigir, impulsar, divulgar, coordinar y supervisar la elaboración, 
seguimiento, ejecución y actualización del Plan Nacional contra la Trata 
de Personas.

3.Recomendar la suscripción y ratificación de acuerdos, convenios o tratados 
y otras gestiones que se requieran para fortalecer la cooperación internacio-
nal contra la trata de personas.

4. Verificar el cumplimiento de los acuerdos y convenios internacionales que 
la República de Panamá haya suscrito en materia de derechos humanos rela-
cionados con la trata de personas.

5. Participar en las reuniones de los organismos internacionales relacionados 
con la trata de personas y actividades conexas y designar a los representan-
tes en dichas reuniones.

4
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6. Brindar asistencia técnica a organismos públicos y privados que desarro-
llen programas, proyectos o cualquier otro tipo de actividades de prevención, 
atención y protección a las víctimas de la trata de personas, previa coordina-
ción con las instituciones rectoras involucradas al efecto.

7. Impulsar la profesionalización, la sensibilización y la capacitación de su 
personal, así como de los funcionarios públicos y privados de los organismos 
relacionados con el Plan Nacional contra la Trata de Personas.

8. Establecer mecanismos para la identificación de posibles víctimas de la 
trata de personas y situaciones de vulnerabilidad.

9. Colaborar con el Sistema Integrado de Estadística Criminal en la elabora-
ción de los informes estadísticos sobre trata de personas.

10. Dirigir las campañas de prevención del delito de trata de personas y deli-
tos conexos y promover medidas para la atención y protección a las víctimas 
de este delito.

11. Celebrar acuerdos de cooperación con organismos públicos o privados 
nacionales para la atención de las víctimas del delito de trata de personas.

12. Adquirir bienes y contraer obligaciones necesarias para su funcionamiento.

13. Administrar sus bienes y recursos.

14. Coadyuvar con las autoridades competentes en la prevención, detección 
y lucha contra la trata de personas en Panamá.

15. Alinear los procedimientos entre las instituciones en las que sea requeri-
do para una mejor coordinación y colaboración interinstitucional en la lucha 
contra la trata de personas.

16. Colaborar en la protección y atención de la persona víctima y sus perso-
nas dependientes o relacionadas con estas, y de los testigos del delito que se 
encuentren bajo amenaza o riesgo, en los casos requeridos, así como favore-
cer la reintegración social de la persona víctima y sus personas dependientes.

17. Replicar los procesos, los procedimientos y los avances en la lucha contra 
la trata de personas en todas las provincias y territorios donde la institución 
u organización miembro de la Comisión Nacional contra la Trata de Personas 
tenga presencia, incluyendo áreas rurales, comarcas e islas.
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18. Promover la elaboración de diagnósticos periódicos que proporcionen in-
formación sobre los posibles subregistros del delito de trata de personas en 
Panamá, a través de encuestas de victimización, estudios de casos u otro 
tipo de métodos, que faciliten la línea base para la elaboración de los planes 
nacionales contra la trata de personas.

19. Mejorar el procesamiento estadístico de los datos asociados al delito de 
trata de personas en cada institución, con el asesoramiento del Sistema Na-
cional Integrado de Estadísticas Criminales, para fines de crear una sinergia 
en la gestión de la data, incluyendo aclarar la geolocalización de los lugares 
de captación y lugares de explotación, que mejore la lucha contra el delito y 
posibilite el sustento de políticas públicas preventivas basadas en evidencia y 
dirigidas a todos los grupos poblacionales, en especial los detectados como 
de mayor riesgo para ser víctima de trata.

20. Ejercer cualquier otra función prevista en esta Ley y en su reglamento.

	z Artículo 15. La Comisión nacional estará estructurada así:

1. El Consejo Directivo.

2. La Secretaría General.

3. Las Comisiones Técnicas.

4. Las Unidades Técnicas.

	z  Artículo 16. El Consejo Directivo es el órgano máximo de decisión de la Comisión 
Nacional, funcionará ad honorem y estará integrado por los siguientes miembros:

Consejo directivoSección 2.a

5 Aparece como fue modificado por el artículo 3 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, Sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

1. El ministro de Seguridad Pública, quien lo presidirá.

2. El ministro de Gobierno.

3. El ministro de Relaciones Exteriores.

5
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4. El ministro de Trabajo y Desarrollo Laboral.

5. El ministro de Desarrollo Social.

6. El ministro de Educación.

7. El ministro de Salud.

8. El ministro de la Mujer.

9. El ministro de Economía y Finanzas.

10. El presidente de la Corte Suprema de Justicia.

11. El presidente de la Asamblea Nacional.

12. El procurador general de la nación.

13. El defensor del pueblo.

14. El director general de la Secretaría Nacional de la Niñez, Adolescencia 
y Familia.

15. El director general de la Secretaría Nacional de Discapacidad.

16. El administrador de la Autoridad de Turismo de Panamá.

17. El presidente de la Cámara de Comercio, Industrias y Agricultura 
de Panamá.

18. El presidente del Consejo Nacional de la Empresa Privada.

19. Un representante de las organizaciones de la sociedad civil.

	z  Artículo 17. Los miembros del Consejo Directivo podrán hacerse representar en 
las sesiones de la siguiente manera: en el caso de los ministros, por el vicemi-
nistro o el secretario general del respectivo ministerio; en el caso del procurador, 
por el secretario general; en el caso del defensor del pueblo, por el defensor 
adjunto; en el caso de directores, por el subdirector, y en el caso de presidentes, 
por el vicepresidente.

6 Aparece como fue modificado por el artículo 4 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, Sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

6
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Para tal efecto, deberá remitirse al Consejo Directivo nota firmada por el mi-
nistro, presidente, procurador, administrador o director respectivo, en la cual se 
comunique el nombre y cargo de la persona que lo representará en las sesiones 
del Consejo.

En el caso del representante de las organizaciones de la sociedad civil, se re-
glamentará la forma de su escogencia en un plazo máximo de un año, contado 
desde la promulgación de esta Ley. Hasta que esté reglamentada, y de manera 
transitoria, será escogido de manera directa por libre designación por la Secre-
taría General de la Comisión Nacional.

	z Artículo 18. Podrán asistir como invitados especiales a las sesiones del Con-
sejo Directivo los representantes de organismos internacionales y de organiza-
ciones no gubernamentales. El reglamento de la Comisión Nacional regulará la 
participación de estos representantes.  

	z  Artículo 19. Son funciones del Consejo Directivo:

7 Aparece como fue modificado por el artículo 5 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, Sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

1. Aprobar la Política Nacional contra la Trata de Personas diseñada por la 
Comisión Nacional.

2. Establecer convenios de cooperación y colaboración con autoridades ad-
ministrativas y judiciales, nacionales e internacionales, así como organis-
mos internacionales y organizaciones no gubernamentales.

3. Crear las comisiones y unidades técnicas que sean necesarias y conve-
nientes para el cumplimiento de las funciones de la Comisión Nacional.

4. Crear y modificar la estructura administrativa de la Comisión Nacional.

5. Administrar y disponer del patrimonio de la Comisión Nacional.

6. Nombrar al secretario o secretaria general y al subsecretario o subsecre-
taria general de la Comisión Nacional.

7. Aprobar la memoria anual y los estados financieros de la Comisión Nacional.

8. Resolver los asuntos que le sean sometidos por la Secretaría General o 
alguno de los miembros de la Comisión Nacional para su estudio.

7
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9. Resolver los recursos promovidos contra las decisiones adoptadas por la 
Secretaría General de la Comisión Nacional.

10. Establecer las funciones y protocolo de operación de las comisiones y 
de las unidades técnicas.

11. Presentar a los titulares de la iniciativa legislativa las propuestas de 
cambios a la legislación nacional que estime necesarios para lograr los 
objetivos establecidos en esta Ley y en el Plan Nacional contra la Trata 
de Personas.

12. Velar por el cumplimiento de los fines de la Comisión Nacional.

13. Aprobar el reglamento interno de la Comisión Nacional.

14. Certificar a las organizaciones de la sociedad civil que, previa verifica-
ción, por su trayectoria ética y profesional, podrán colaborar en la atención a 
medio plazo de manera directa a las personas víctimas y sus dependientes, 
así como estar más involucradas en la lucha contra el delito de trata de per-
sonas y actividades conexas.

15. Reconocer públicamente, y con difusión en los distintos medios de co-
municación social, cada año en el mes conmemorativo contra la trata de 
personas, a la institución que más avances haya realizado en la lucha contra 
este delito. Para tal efecto, se realizará, previamente, un proceso de defini-
ción de criterios, postulación y decisión.

16. Identificar y promover la adhesión de las entidades responsables a la 
política de Estado, tanto en el sector público como privado, que incidan en la 
lucha contra el delito de trata de personas y actividades conexas, incluyendo 
las necesarias para la detección e investigación del delito de trata de perso-
nas en su accionar financiero y telemático.

17. Ejercer las demás funciones que le establezcan esta Ley y sus reglamentos.

	z Artículo 20. El Consejo Directivo será convocado por la Secretaría General y se 
reunirá, en forma ordinaria, por lo menos una vez cada tres meses.  También po-
drá reunirse extraordinariamente cuando el presidente o presidenta del Consejo 
lo convoque previamente según se establezca en el reglamento.

Los acuerdos en el Consejo Directivo se tomarán por mayoría absoluta en pri-
mera convocatoria y en la segunda convocatoria con el voto de la mayoría de los 
miembros presentes en la sesión. 
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	z Artículo 21. La Secretaría General es un órgano subordinado al Consejo Direc-
tivo y estará a cargo de un secretario o secretaria general y de un subsecretario 
o subsecretaria general.

El secretario o secretaria general es el funcionario ejecutivo de mayor jerarquía 
de la Comisión Nacional y le corresponde la dirección y administración de esta, 
de acuerdo con los lineamientos dictados por el Consejo Directivo.

	z Artículo 22. El nombramiento del secretario o secretaria general y del subse-
cretario o subsecretaria general corresponderá al Consejo Directivo por el voto 
favorable de la mayoría absoluta para un periodo de cinco años. 

	z Artículo 23. El secretario o secretaria general o el subsecretario o subsecretaria 
general del Consejo Directivo deberá cumplir con los siguientes requisitos:

Secretaría GeneralSección 3.a

1. Ser de nacionalidad panameña.

2. Ser mayor de edad.

3. Poseer el grado académico de licenciatura.

4. Poseer experiencia amplia y comprobada en el campo relacionado con 
la trata de personas de, por lo menos, tres años de trabajo continuo en este 
campo.

5. No haber sido condenado por delito doloso.

6. Ser de reconocida solvencia moral.

1. Colaborar, en forma inmediata, con el Consejo Directivo en la planifica-
ción, la organización y el control de la Comisión Nacional.

2. Colaborar, en forma inmediata, con el Consejo Directivo en la formaliza-
ción, la ejecución y el seguimiento de sus políticas.

3. Fijar las fechas de reuniones del Consejo Directivo.

	z Artículo 24. Son funciones de la Secretaría General en relación con el Consejo 
Directivo de la Comisión Nacional:
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8 Aparece como fue modificado por el artículo 6 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

4. Actuar como secretario o secretaria general del Consejo Directivo.

5. Proponer al Consejo Directivo el nombramiento del personal de la Comi-
sión Nacional.

6. Promover las acciones judiciales en la defensa de los derechos de la Co-
misión Nacional cuando lo determine el Consejo Directivo.

7. Ejercer las demás tareas que le atribuya el reglamento.

	z  Artículo 25. Son funciones de la Secretaría General relacionadas con la admi-
nistración de la Comisión Nacional las siguientes:

1. Velar por el cumplimiento de las leyes relacionadas con el tema de trata 
de personas y actividades conexas.

2. Velar por el cumplimiento de los reglamentos y las resoluciones del Con-
sejo Directivo.

3. Informar al Consejo Directivo de los asuntos de interés para la Comisión 
Nacional y proponer los acuerdos que considere convenientes.

4. Aplicar las medidas disciplinarias al personal de la Comisión Nacional 
que establezca el reglamento interno.

5. Presentar al Consejo Directivo los proyectos de presupuesto ordinario y 
extraordinario para el periodo fiscal correspondiente y las modificaciones 
respectivas y, una vez aprobados, vigilar su correcta aplicación.

6. Coordinar el trabajo de la Comisión Nacional con los representantes del 
Gobierno, sus dependencias e instituciones y las demás entidades, nacio-
nales o extranjeras. 

7. Atender las consultas, peticiones y quejas que se presenten a la Comi-
sión Nacional.

8. Nombrar y remover al personal administrativo adscrito a la Comisión Nacional.

9. Evaluar anualmente el cumplimiento de los avances del Plan Nacional 

8
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contra la Trata de Personas y de las funciones generales atribuidas a las 
instituciones u organizaciones miembros de la Comisión Nacional y a las 
entidades responsables, así como reportar dicho informe anual de avan-
ces del Plan y de evaluación de las funciones a la Comisión Nacional.

10. Proponer, posterior a un proceso de definición de criterios, nomina-
ción y decisión, a las instituciones que hayan contribuido en el fortale-
cimiento en la lucha contra el delito, para que el Consejo Directivo de la 
Comisión Nacional realice la escogencia de una de ellas y le haga un re-
conocimiento público anual en el mes conmemorativo en la lucha contra 
la trata de personas.

11. Custodiar y gestionar el acceso a la información contenida en los ex-
pedientes que reposan en su organismo técnico administrativo. 

12. Representar a la Comisión Nacional ante instancias regionales de 
coordinación en materia de trata de personas. 

13. Elaborar y gestionar la notificación que ponga en conocimiento al país 
destino de la persona víctima de trata repatriada, retornada o reasenta-
da del fin del periodo de protección y atención por parte de la Comisión 
Nacional en Panamá, para que asuma su rol de garante de la seguridad a 
partir de ese momento.

14. Ejercer las demás funciones y facultades que le asignen esta Ley y los 
reglamentos de la Comisión Nacional.

	z Artículo 26. El subsecretario o subsecretaria general reemplazará al secretario 
o secretaria general en sus ausencias temporales y, en los casos de ausencia 
definitiva, lo reemplazará mientras el Consejo Directivo realice el nombramiento 
del titular.

Comisiones Técnicas y Unidades TécnicasSección 4.a

	z Artículo 27. Para el cumplimiento de sus tareas, la Comisión Nacional contará 
con las comisiones y unidades técnicas encargadas de realizar el análisis de 
temas relacionados con la trata de personas a nivel nacional e internacional. 

Las comisiones y unidades técnicas son instancias operativas de la Comisión 
Nacional y serán designadas por el Consejo Directivo.
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	z Artículo 28. Las comisiones técnicas estarán integradas por profesionales es-
pecializados en las diferentes áreas de la trata de personas que formen parte 
de las instituciones y organismos representados en el Consejo Directivo.  Los 
miembros de las comisiones técnicas realizarán su trabajo ad honórem.

	z  Artículo 29. La Comisión Nacional contará, por lo menos, con las siguientes 
unidades técnicas: 

9 Aparece como fue modificado por el artículo 7 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, Sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. 

10 Aparece como fue modificado por el artículo 8 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

1. La Unidad de Administración, encargada de la administración del Fondo 
para Víctimas de Trata de Personas.

2. La Unidad de Identificación y Atención de Víctimas, encargada de la iden-
tificación y atención primaria de las posibles víctimas de trata de personas.

3. La Unidad de Asesoría Legal, encargada de promover el cumplimiento 
de las disposiciones normativas asociadas a la trata de personas en el 
marco de las labores de la Comisión Nacional y sus unidades técnicas, 
para maximizar la lucha contra el delito y velar por la garantía de los de-
rechos de las personas víctimas en todos los procesos y procedimientos.

Capítulo IV
Financiamiento

	z  Artículo 30. Para el cumplimiento de sus fines, la Comisión Nacional contará 
con los siguientes recursos:

1. Las partidas que se asignen en el Presupuesto General del Estado al Mi-
nisterio de Seguridad Pública para este fin.

9
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2. Las contribuciones y subvenciones de otras instituciones, de perso-
nas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas, 
de organismos internacionales y organizaciones no gubernamentales, así 
como las establecidas por leyes especiales.

3. El producto de la venta de los bienes aprehendidos perecederos de los 
derivados y relacionados con la comisión de delito de trata de personas y 
actividades conexas.

4. El producto de la administración o custodia de los bienes aprehendi-
dos, cuando corresponda.

5. Las donaciones que reciba de otras instituciones, personas naturales o 
jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas, o de organismos 
internacionales y organizaciones no gubernamentales.

6. Los demás que obtenga a cualquier título o que hayan sido estableci-
dos en otras leyes.

	z   Artículo 31. La Comisión Nacional elaborará anualmente su presupuesto de 
funcionamiento e inversión, de acuerdo con el Plan Nacional contra la Trata de 
Personas, para el ejercicio fiscal siguiente y lo presentará al ministro de Seguri-
dad Pública para que sea incluido en el presupuesto de esa entidad.

La ejecución del presupuesto así asignado estará a cargo de la Comisión Nacio-
nal contra la Trata de Personas.

El Órgano Ejecutivo suplirá las necesidades presupuestarias de la Comisión Na-
cional cuando las partidas asignadas o derivadas de sus fuentes de financia-
miento resulten insuficientes.

El Ministerio de Economía y Finanzas asesorará a la Comisión Nacional sobre el 
mejor uso de los recursos económicos para los fines de esta Ley. Corresponde-
rá a este Ministerio planificar, asignar e identificar en el Presupuesto General del 
Estado a cada una de las instituciones públicas que conforman la Comisión Na-
cional los fondos y partidas presupuestarias para cubrir los rubros necesarios 
para el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley.

11 Aparece como fue modificado por el artículo 9 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

11
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	z Artículo 32. Todos los bienes y recursos de la Comisión Nacional estarán indivi-
dualizados e inventariados en forma exacta y precisa, y serán destinados exclu-
sivamente al cumplimiento de los fines establecidos en esta Ley.

	z Artículo 33. Se faculta a la Comisión Nacional para que establezca los procedi-
mientos para la administración, el registro y el control de los fondos recibidos, de 
conformidad con la ley y las directrices de la Contraloría General de la República.

 Capítulo V
Víctima del delito

Atención y Protección a las VíctimasSección 1.a

	z Artículo 34. Víctima del delito de trata de personas es toda persona que haya 
sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pér-
dida financiera o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales como 
consecuencia de este delito o de las actividades conexas. También se conside-
ran víctimas las personas dependientes o relacionadas con la víctima.

	z Artículo 35. La condición de víctima es independiente de que se haya abierto 
proceso contra las personas responsables de la comisión del delito.

	z   Artículo 36. La víctima de la trata de personas tendrá los siguientes derechos 
irrenunciables e indivisibles:

12 Aparece como fue modificado por el artículo 10 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

1. A la protección de su integridad física y emocional.

2. A la protección de su identidad, ubicación y privacidad, así como al res-
peto de su personalidad.

3. A recibir información clara y comprensible sobre los derechos que le 
asistan y los mecanismos de apoyo por parte de la Comisión Nacional, en 

12
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un idioma o medio que comprenda acorde con su nacionalidad o cultura, 
edad, grado de madurez o discapacidad.

4. A ser informada de su derecho de ponerse en contacto con representan-
tes diplomáticos y consulares del Estado de su nacionalidad. 

5. A recibir información clara y comprensible sobre su situación legal y mi-
gratoria, en un idioma o medio que comprenda acorde con su nacionalidad 
o cultura, edad, grado de madurez o discapacidad, así como a tener acceso 
a servicios de asistencia y representación legal gratuita.

6. A recibir alojamiento apropiado, accesible y seguro, así como cobertura 
de sus necesidades básicas de alimentación, vestimenta e higiene, para la 
persona víctima y sus dependientes o personas relacionadas. 

7. A recibir asistencia médica y psicológica, incluyendo terapias y medicamentos.

8. A la protección migratoria, incluyendo el derecho a permanecer en el te-
rritorio nacional de conformidad con lo previsto en esta Ley.

9. A la repatriación voluntaria y segura a su país de origen o al país donde 
estuviera su domicilio.

10. Al respeto a la autoidentificación y expresión como perteneciente a un 
determinado grupo étnico, cultural o religioso.

11. Al acceso a la justicia, al respeto y protección de todas las garantías 
procesales. Entre estos, el derecho a ser oída en tiempo oportuno, cuando 
sea probable que no pueda recibirse su testimonio durante el juicio.

12. El derecho a recibir una indemnización justa.

En el caso de víctimas menores de edad o con discapacidad, además de los 
derechos establecidos en este artículo, se garantizará que los procedimien-
tos reconozcan sus necesidades especiales resultantes de su condición y 
se procurará su reintegración al núcleo familiar cuando esto sea seguro.

El proceso de atención estará destinado a lograr la reintegración social 
completa y se mantendrá, al menos, hasta que la persona víctima y sus de-
pendientes puedan sostenerse económicamente en libertad, a no ser que 
voluntariamente la persona víctima renuncie a este proceso o esté fuera 
del país.
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	z   Artículo 37. La víctima de la trata de personas no podrá ser detenida, imputada, 
acusada ni en general procesada ni sancionada, por haber entrado o residir de 
manera irregular en el territorio nacional, por no portar adecuada documenta-
ción ni por haber participado en actividades ilícitas o delictivas en la medida en 
que esa participación sea consecuencia directa de su situación de víctima.

	z   Artículo 38. En los casos de condena por los delitos de trata de personas y acti-
vidades conexas, el juez competente ordenará que se indemnice a la víctima por:

13 Aparece como fue modificado por el artículo 11 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. 
14 Aparece como fue modificado por el artículo 12 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

1. Los costos del tratamiento médico o psicológico.

2. Los costos de la terapia y rehabilitación física y ocupacional.

3. Los costos del transporte, de la vivienda provisional y del cuidado de 
menores que sean necesarios.

4. Los ingresos perdidos o lucro cesante.

5. La perturbación emocional, daño psíquico y moral, el dolor y el sufrimiento.

6. Los honorarios de los abogados.

7. Los honorarios de los peritos, cuando sean requeridos.

8. Cualquier otra pérdida o daño sufrido por la víctima, incluyendo daño al pro-
yecto vital, o cualquier otro aspecto o costo que estime pertinente el juzgador.

Para el pago de esta indemnización, se aplicará, con prelación, el producto 
de los bienes decomisados y se ordenará que el pago se haga en el menor 
tiempo posible. Esta orden de indemnización a la persona víctima será pre-
ferente a cualquier orden o multa, excepto pensión de alimentos. Podrá ser 
obtenida del producto de los bienes decomisados y de cualquier otra forma 
que estime el juez.

El retorno de la víctima a su país de origen o cualquier otra ausencia de ella de 
la jurisdicción nacional no perjudicará su derecho a recibir indemnización.

Si la víctima muere antes de recibir la orden de indemnización o compensa-
ción, será dada a sus hijos si los tuviera, o pariente más cercano que le co-

13
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rrespondiera o legítimos herederos. Si no tuviera a nadie, esta orden de 
compensación o indemnización se depositará o continuará, según sea 
el caso, en el Fondo Especial para las Víctimas de la Comisión Nacional 
contra la Trata de Personas y pasará a estar a disposición para su uso 
por la Comisión Nacional.

15 Aparece como fue modificado por el artículo 13 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, Sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

	z Artículo 39. Toda la información y actividad administrativa o judicial relaciona-
da con el ámbito de protección de las personas víctimas del delito de trata de 
personas, sus dependientes y personas relacionadas con ella y los testigos del 
delito será de carácter confidencial. Su utilización estará reservada exclusiva-
mente para los fines de la investigación o del proceso respectivo.

	z    Artículo 40. Para el cumplimiento de la disposición anterior, la Comisión Nacio-
nal deberá mantener en estricta confidencialidad la información de las investi-
gaciones relacionadas con la trata de personas y velará por asegurar el respeto 
del derecho de intimidad de las víctimas.

Esta obligación se extiende a todas las instancias judiciales y administrativas, 
tanto públicas como privadas, que tomen contacto con dicha información.

Solo se permitirá gestionar información de los casos de delitos de trata de per-
sonas, protegiendo los datos personales, para fines de investigación académica 
o de mejora de la seguridad, a través de estudios de casos, o para el procesa-
miento de la información en estadísticas y geolocalización del delito que mejo-
ren la prevención del delito.

Para lo anterior, se requerirá autorización previa por parte de la Secretaría Gene-
ral de la Comisión Nacional.

	z Artículo 41. Se considerará primordial la protección de la vida, la integridad fí-
sica, la libertad y la seguridad de las personas víctimas del delito de trata de 
personas, los testigos del delito y las personas dependientes o relacionadas con 
la víctima, sin distingo de raza, sexo, edad, religión, orientación sexual o política, 
nacionalidad, posición económica o condición social o migratoria.

Esta protección será brindada antes, durante y después del proceso sin que me-
die obligación de la víctima para colaborar con la investigación como requisito 
para que se le otorgue. Cuando la víctima sea una persona menor de edad, de-

15
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berá tomarse en cuenta el interés superior de esta, el respeto a sus derechos y 
la protección adecuada.

En los procesos de trata de personas con fines de explotación sexual, el juez 
podrá ordenar que el juicio se desarrolle a puertas cerradas al público.

	z Artículo 42. En los procesos que regula esta Ley, debe evitarse toda acción u 
omisión que lesione el estado físico, mental o psíquico de la víctima, incluyendo 
la exposición ante los medios de prensa. También se tomarán las medidas nece-
sarias para evitar que la víctima de trata de personas se exponga a situaciones 
de vulnerabilidad que permitan su revictimización.

	z    Artículo 43. El Estado, a través de la Comisión Nacional, procurará las siguien-
tes medidas de atención inmediata a la víctima de la trata de personas:

16 Aparece como fue modificado por el artículo 14 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones. 
17 Aparece como fue modificado por el artículo 15 de la Ley 458 (De martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

1. Alojarla en instalaciones adecuadas y seguras. No se alojará a las víctimas 
de trata de personas en cárceles, celdas, establecimientos penitenciarios, po-
liciales o administrativos destinados al alojamiento de personas detenidas, 
procesadas o condenadas. El Estado creará instalaciones especializadas 
para la atención física y psicológica de las víctimas.

2. Proveer el personal técnico interdisciplinario para su atención integral en 
los albergues en que sea alojada.

3. Brindar asesoría jurídica para representar sus intereses en cualquier in-
vestigación penal y en el desarrollo del proceso, incluida la obtención de la 
compensación del daño sufrido por los medios que establezca la ley, cuando 
proceda, y para regular su situación migratoria cuando corresponda, u otros 
procesos legales que sean requeridos para su restitución de derechos.

4. Proporcionar los servicios de traducción e interpretación de acuerdo con 
su nacionalidad, costumbres y condición.

Cuando corresponda, también se proporcionará asistencia a las personas de-
pendientes y relacionadas con la víctima.

	z    Artículo 44. Cuando un servidor público por razón de sus funciones o cualquier 
persona tenga motivos razonables para creer que una persona es víctima de 
trata de personas comunicará el hecho inmediatamente a la Policía Nacional, al 

16
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Ministerio Público o a la Secretaría General de la Comisión Nacional, los cuales 
procurarán brindarle a la víctima las medidas de atención inmediata a las que 
hace referencia esta Ley.

Dichas entidades dispondrán, en la brevedad de lo posible, el traslado de la vícti-
ma a la Unidad Técnica de Identificación y Atención de Víctimas de la Comisión 
Nacional, para los respectivos trámites de identificación preliminar.

18 Aparece como fue modificado por el artículo 16 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

	z   Artículo 45. Para la identificación de la persona víctima de trata, la Unidad 
Técnica de Identificación y Atención de Víctimas emitirá, a la mayor brevedad, 
un informe preliminar sobre la determinación de que una persona es víctima 
probable de trata de personas, a partir del momento en que realizó la entrevista 
de la persona afectada. Se asegurará la atención y protección inmediata de las 
personas víctimas y sus personas dependientes y relacionadas, desde el mo-
mento de la detección, aunque todavía no se hayan evaluado.

El informe deberá contener el criterio técnico que respalda la identificación preli-
minar y las medidas de asistencia y protección inmediata recomendadas. Dicho 
informe preliminar será remitido inmediatamente al Ministerio Público.

El informe de identificación plena de una persona como víctima de trata de per-
sonas se rendirá en un plazo máximo de noventa días, siempre que se cuente 
con los argumentos técnicos necesarios para emitir criterio. Este informe con-
tendrá las medidas de atención y protección secundaria que se determinen.

La identificación de personas se realizará mediante un procedimiento técnico 
establecido y por profesionales especialmente capacitados para este efecto.

La Unidad Técnica de Identificación y Atención de Víctimas conformará los equi-
pos técnicos evaluadores que sean necesarios para realizar las entrevistas y 
estudios que estimen convenientes de acuerdo con el método de identificación 
que se aplique.

	z Artículo 46. El Servicio Nacional de Migración del Ministerio de Seguridad Pú-
blica, el Ministerio de Relaciones Exteriores y la Unidad de Identificación y Aten-
ción de Víctimas realizarán todas las gestiones necesarias para determinar la 
identidad de la víctima extranjera y sus dependientes cuando no se cuente con 
la documentación que acredite su identidad.

18
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En el caso de víctimas nacionales, se requerirá a la Dirección del Registro Civil 
del Tribunal Electoral la identificación de la víctima.

La ausencia de documentos de identificación de identidad no impedirá que la 
víctima y sus dependientes tengan acceso a las medidas de atención inmediata 
establecidas en esta Ley.

	z    Artículo 47. El Servicio Nacional de Migración, en atención al informe prelimi-
nar que rinda la Comisión Nacional dentro del proceso de identificación, otor-
gará a la víctima de trata de personas y sus dependientes un permiso temporal 
humanitario de protección, por un periodo no menor de noventa días, para su 
recuperación física y emocional y para que decida sobre su intervención en el 
proceso penal en el que figura como víctima, si aún no ha tomado esa decisión.

	z   Artículo 48. Cumplido el plazo señalado en el artículo anterior y conforme al 
informe de identificación plena que rinda la Comisión Nacional en el proceso de 
identificación que determine a una persona como víctima de trata de personas, 
el Servicio Nacional de Migración otorgará a la víctima de trata de personas y 
sus dependientes un permiso temporal humanitario de protección de un año de 
duración, con posibilidad de prórroga por el mismo periodo, hasta un máximo de 
seis años, independientemente de si esta colabora o no con el proceso.

	z Artículo 49. No se exigirá la inscripción de las víctimas de trata de personas en un 
registro especial ni la aplicación de medidas o acciones que obliguen a poseer un 
documento que la identifique expresamente como víctima de trata de personas o 
el cumplimiento de algún requisito con fines de vigilancia y notificación.

	z Artículo 50. En adición a las medidas establecidas en la ley, cuando la víctima 
sea una persona menor de edad, se aplicarán las siguientes medidas especiales:

19 Aparece como fue modificado por el artículo 17 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.
20 Aparece como fue modificado por el artículo 18 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

1. Atención y cuidado especial, sobre todo cuando se trate de lactantes.

2. En caso de que la edad de la víctima sea incierta y existan razones para 
presumir que se trata de un menor de edad, se tendrá como tal hasta que se 
realice la verificación correspondiente.

3. Asistencia proporcionada por profesionales capacitados para tal efecto y 
en atención a las necesidades especiales de la víctima, fundamentalmente 
en lo que respecta a alojamiento, educación y cuidados.

19
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4. En caso de no estar acompañada de un adulto responsable, se gestio-
narán todas las diligencias necesarias para establecer su nacionalidad e 
identidad y la localización de su familia cuando sea seguro o ello redunde 
en el interés del menor.

5. Cuando no se cuente con representación legal adecuada, la víctima que-
dará bajo la representación legal de la Secretaría Nacional de Niñez, Ado-
lescencia y Familia.

Las medidas de asistencia, protección e incidencias del proceso serán 
informadas a la víctima en un idioma y lenguaje que le sea comprensible.

	z   Artículo 51. Las entrevistas, exámenes y otras formas de investigación, así 
como la aplicación de las medidas previstas en esta Ley para las personas me-
nores de edad, estarán a cargo de profesionales especialmente capacitados 
para tratar con menores de edad víctimas de trata de personas.

Las diligencias y medidas se realizarán en un ambiente adecuado, en presencia 
de los padres o tutor legal del menor, de ser posible, o, en caso contrario, en pre-
sencia de la persona que ostente la representación legal del menor. En cualquier 
caso, siempre será necesaria la presencia de un funcionario de la Secretaría 
Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia.

Los procedimientos judiciales se efectuarán en audiencia privada fuera de la 
presencia de los medios de comunicación y del público en general. La víctima 
menor de edad rendirá testimonio ante el tribunal sin la presencia de las perso-
nas imputadas.

En los casos en los que haya sospecha o duda de algún grado de participación 
en el delito por parte de los progenitores o tutores legales, o que debido a la 
situación de victimización que estos han padecido también pudieran interferir 
en la entrevista, examen o testimonio de la persona menor de edad, se optará 
preferentemente por la representación legal de un funcionario de la Secretaría 
Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia.

Las diligencias, medidas y procedimientos a los que se refiere este artículo se 
realizarán atendiendo el Sistema de Garantías y Protección Integral de los Dere-
chos de la Niñez y la Adolescencia en Panamá.

21 Aparece como fue modificado por el artículo 19 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.
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	z Artículo 52. En adición a las medidas establecidas en la ley, se aplicarán las si-
guientes medidas especiales a las víctimas de trata de personas con discapacidad:

1. Respeto de su integridad física y mental en igualdad de condiciones con 
las demás personas.

2. Respeto de su identidad, dignidad, autonomía individual y libertad en la 
toma de decisiones propias e independientes.

3. Respeto a la evolución de sus facultades y capacidades.

4. Atención y cuidado especial en razón del tipo de discapacidad, incluida la 
provisión de ayuda técnica o equipo auxiliar.

5. Acceso, en igualdad de condiciones, al entorno físico, al transporte, a la in-
formación y a las comunicaciones y a los servicios e instalaciones previstos 
en esta Ley para personas víctimas de trata de personas.

6. Protección prioritaria a la víctima en situaciones de riesgo.

7. Facilidad de movilidad personal en la forma y en el momento que lo soliciten.

8. Servicio de apoyo personalizado acorde con su condición.

9. Acceso a la justicia mediante los medios adecuados a su condición de 
discapacidad que faciliten sus actuaciones como interviniente directo e indi-
recto, incluida la declaración como testigos en los procedimientos judiciales.

22 Aparece como fue modificado por el artículo 20 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

	z    Artículo 53. Cuando la víctima sea menor de edad, la Secretaría Nacional de Ni-
ñez, Adolescencia y Familia será la entidad encargada de suministrar la atención 
y asistencia requeridas, para lo cual tendrá en cuenta los derechos y necesida-
des específicas del menor de edad víctima de trata.

Si se trata de víctimas mujeres mayores de edad, la asistencia corresponderá al 
Ministerio de la Mujer. Si la víctima es persona mayor de edad con discapacidad, 
corresponderá a la Secretaría Nacional de Discapacidad. Si la víctima es una 
persona adulta mayor, corresponderá al Ministerio de Desarrollo Social.

	z Artículo 54. El Ministerio de Relaciones Exteriores y el Servicio Nacional de Mi-
gración facilitarán la repatriación de víctimas de trata de personas nacionales 
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que se encuentren en el extranjero, sin demora indebida o injustificada, con res-
peto a sus derechos y dignidad, previa determinación de su condición de na-
cional. De igual forma, se procederá con las personas extranjeras en territorio 
nacional que opten por retornar a su país de origen o de residencia permanente, 
incluida la preparación de los documentos de viaje necesarios.

	z Artículo 55. Los representantes diplomáticos o consulares de Panamá en el ex-
tranjero informarán y adoptarán medidas temporales para garantizar la seguri-
dad de la víctima, salvaguardar su vida, integridad y libertad personal y apoyarla 
en las gestiones ante las autoridades del país extranjero.

Además, deberán asistir a los ciudadanos panameños que, por encontrarse fue-
ra del país, resulten víctimas de los delitos de trata de personas y facilitarán su 
retorno al país en caso de que estas lo soliciten.

Fondo para la Asistencia de Víctimas de Trata de PersonasSección 2.a

	z Artículo 56. La Comisión Nacional deberá reservar, por lo menos, el 25% de los 
fondos que reciba anualmente, según lo establecido en el artículo 30, y de los 
que reciba en concepto de donaciones provenientes de la cooperación nacional 
e internacional y de los que obtenga a cualquier título, para constituir el Fondo 
para la Asistencia de Víctimas de Trata de Personas.

	z   Artículo 57. Las sumas de dinero que correspondan al Fondo se depositarán 
en el Banco Nacional de Panamá, en una cuenta separada de los recursos de la 
Comisión Nacional, autorizada por el Ministerio de Economía y Finanzas, identi-
ficada como Fondo Especial para Víctimas de Trata de Personas de la Comisión 
Nacional contra la Trata de Personas.

De igual forma, en esta cuenta bancaria también estarán custodiados los pro-
ductos de la venta de todos los bienes aprehendidos o comisados derivados o 
relacionados con el delito de trata de personas en la forma prevista en el Código 
Procesal Penal.

Cuando los medios probatorios demuestren que ya no sea posible solicitar la 
acción civil resarcitoria sobre ellos, estos productos custodiados de los bienes 
comisados pasarán a estar a disposición para el uso de la Comisión Nacional 
contra la Trata de Personas para los fines de esta Ley.

23 Aparece como fue modificado por el artículo 21 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.
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	z    Artículo 58. Los recursos del Fondo provenientes de los bienes comisados cus-
todiados serán destinados para las indemnizaciones de las personas víctimas 
que dictaminen los jueces competentes y, una vez aseguradas estas, cuando 
estén en disposición de uso por la Comisión Nacional, para la atención integral y 
reintegración social de las víctimas de trata de personas y actividades conexas, 
conforme a las recomendaciones de los especialistas de la Comisión Nacional 
sobre medidas aplicables en cada uno de los casos en particular.

Los recursos del Fondo a los que se refiere el presente artículo y que sean distin-
tos a los bienes comisados custodiados serán destinados prioritariamente para 
la atención integral y reintegración social de las víctimas de trata de personas y 
actividades conexas, conforme a las recomendaciones indicadas en el párrafo 
anterior y al artículo 31.

En los casos en que una víctima del delito de trata de personas y actividades 
conexas tenga una orden de indemnización y/o compensación de un juez com-
petente y se demuestre que no existe posibilidad razonable de cubrir la totalidad 
de esta o parte de ella, se podrán utilizar para ello los recursos que estén a dis-
posición de uso del Fondo.

	z Artículo 59. Los recursos del Fondo serán inembargables para todos los efectos 
legales y no podrán tener un uso diferente al previsto en el artículo anterior.

24 Aparece como fue modificado por el artículo 22 de la Ley 458 (de martes 03 de diciembre de 2024), que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.
25 La Ley 458 de 3 diciembre de 2024 además modificó, a través del Art. 33, el Art. 25 de la Ley 16 de 2004 (de 31 
de marzo de 2004), que dicta disposiciones para la prevención y tipificación de delitos contra la integridad y la li-
bertad sexual, y modifica y adiciona artículos a los Códigos Penal y Judicial (G.O. Nº 25.023 del 5 de abril de 2004). 
26 La Ley 458 de 3 de diciembre de 2024, modificó los artículos 87 y 207 del Código Penal, y derogó los artículos 
180, 190 y 456-D de dicho texto legal. 
27 Aparece tal como fue modificado por el Art.8 de la Ley 21 de 20 de marzo de 2018, que reforma artículos del 
Código Penal (G.O. Nº 28.487-B de 20 de marzo de 2018). Anteriormente modificado por el Art. 60 de la Ley 79 de 
9 de noviembre de 2011 sobre Trata de Personas y Actividades Conexas. 

Capítulo VI
25 Disposiciones Penales y Procesales

26 Disposiciones PenalesSección 1.a

	z    Artículo 60. El artículo 179 del Código Penal queda así:
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	z Artículo 179. Quien corrompa o promueva la corrupción de una persona 
menor de dieciocho años haciéndola participar o presenciar compor-
tamientos de naturaleza sexual será sancionado con prisión de ocho a 
diez años.

La sanción establecida en el párrafo anterior será de diez a quince años 
de prisión cuando:

1. La persona tenga catorce años de edad o menos.

2. La víctima esté en una situación de vulnerabilidad que impida o inhiba 
su voluntad.

3. El hecho sea ejecutado con el concurso de dos o más personas o ante 
terceros observadores.

4. El hecho sea ejecutado por medio de engaño, violencia, intimidación, 
abuso de autoridad, abuso de confianza, por precio para la víctima o cual-
quier otra promesa de gratificación.

5. El autor sea pariente de la víctima por consanguinidad, por afinidad o 
por adopción, o su tutor o cualquiera persona que interviene en el proceso 
de su educación, formación y desarrollo integral o en su dirección, guarda 
y cuidado.

6. La víctima resultara contagiada con una enfermedad de transmisión sexual.

7. La víctima resultara embarazada.

8. Se acredite en la víctima la alteración del desarrollo psicosexual. 

En el caso del numeral 5, el autor perderá el derecho a la patria potestad, la tutela o la 
custodia, según corresponda.

	z Artículo 61. Se deroga el artículo 181 del Código Penal.

	z Artículo 62. Se deroga el artículo 183 del Código Penal.

	z    Artículo 63. Se adiciona el Capítulo IV, Delitos contra la Trata de Personas, al 
Título XV, Libro Segundo del Código Penal, contentivo de los artículos 456-A, 
456-B, 456-C, 456-D y 456-E, así:

28 El Art. 456-D al que hace referencia el presente Art. 63 de la Ley 79 del 9 de noviembre de 2011, fue derogado 
por el Art. 31 de la Ley 458 de 3 de diciembre de 2024. 
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	z    Artículo 456-A. Quien capte, reclute, retenga, reciba, instigue, promueva, dirija, 
organice, invite, gestione, facilite, favorezca, ofrezca, consienta, acepte, adquie-
ra, induzca, financie o publicite por cualquier medio y por cualquier forma a una 
persona con fines de explotación sexual, explotación en la prostitución, turismo 
sexual local o internacional, servidumbre sexual, servidumbre laboral, trabajo o 
servicios forzados, esclavitud o prácticas análogas a la esclavitud, venta de niño, 
niña o adolescente, extracción ilícita de órganos, matrimonio servil o la explota-
ción de la mendicidad, adopción irregular con fines de explotación, por medio de 
engaño, coacción, violencia, amenazas, abuso de poder, fraude, promesa, cobros 
de pagos, beneficios o aprovechando una situación de vulnerabilidad, será san-
cionado con prisión de quince a veinte años.

Se entenderá por explotación el obtener un provecho material o económico, o 
cualquier otro beneficio, para sí o para un tercero, mediante la explotación se-
xual, incluidas la explotación en la prostitución y la servidumbre sexual; los tra-
bajos o servicios forzados, incluidas la servidumbre laboral y la explotación de 
la mendicidad; la esclavitud o prácticas análogas a la esclavitud, incluidos el 
matrimonio servil y la adopción irregular con fines de explotación, y la extracción 
ilícita de órganos.

La sanción será de veinte a treinta años de prisión, cuando:

29 Aparece tal como fue modificado por el Art. 28 de la Ley 458 de 3 de diciembre de 2024, que reforma la Ley 79 
de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

Capítulo IV
Delitos contra la Trata de Personas

1. La víctima sea una persona menor de dieciocho años o se encuentre en una 
situación de vulnerabilidad o discapacidad o incapaz de consentir.

2. La víctima sea utilizada en actos de exhibicionismo a través de medios fo-
tográficos, filmadoras o grabaciones obscenas.

3. El hecho sea ejecutado por medio de la sustracción o retención de pasapor-
tes, documentos migratorios o de identificación personal.

4. El hecho sea cometido por pariente de la víctima, por consanguinidad, afi-
nidad o adopción, sea tutor o quien tenga a su cargo su guarda, crianza, edu-
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cación o instrucción, con independencia del grado de parentesco. En este 
caso, el autor perderá el derecho a la patria potestad, la tutela o la custodia 
y quedará inhabilitado en el ejercicio de sus funciones, si estas están vincu-
ladas a la situación de desarrollo integral de la víctima, según corresponda.

5. El hecho sea cometido por un servidor público.

6. El hecho de lugar a lesión física o psíquica, o secuela.

7. El hecho exponga a la víctima a una enfermedad de transmisión sexual.

8. La víctima esté en estado de gravidez o resulte embarazada.

9. Exista más de una víctima.

10. El hecho se realice por parte de un grupo delictivo organizado.

11. En el hecho se utilicen drogas o armas.

30 Aparece tal como fue modificado por el Art. 29 de la Ley 458 de 3 de diciembre de 2024, que reforma la Ley 79 
de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

31 Aparece tal como fue modificado por el Art. 30 de la Ley 458 de 3 de diciembre de 2024, que reforma la Ley 79 
de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

32 Derogado por el Art. 31 de la Ley 458 de 3 de diciembre de 2024, que reforma la Ley 79 de 2011, sobre Trata de 
Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

	z    Artículo 456-B. Quien, a sabiendas, destine o utilice un bien mueble o inmueble 
o telemático, o activos de cualquier tipo, o varios de ellos, a la comisión del delito 
descrito en el artículo anterior será sancionado con prisión de seis a ocho años.

Cuando el dueño, arrendador, poseedor o administrador de un apartamento, 
casa, edificio o vecindad, establecimiento o local comercial destinado al públi-
co, vehículo o medio de transporte, o de una red social, aplicación telefónica o 
web u otro servicio digital, o de activos de cualquier tipo, o varios de ellos, lo use 
o permita que sea utilizado para la comisión de dicho delito, se le impondrá la 
pena de ocho a doce años de prisión.

	z    Artículo 456-C. Quien extraiga, implante, posea, transporte, almacene, reciba, 
entregue, ofrezca, venda, compre o traspase de cualquier manera, en forma ilí-
cita, o aprovechándose de una persona en situación de vulnerabilidad, células, 
embriones, órganos, tejidos o fluidos humanos o cualquier elemento del cuerpo 
humano, será sancionado con prisión de diez a doce años.

	z    Artículo 456-D. Derogado
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	z    Artículo 456-E. El consentimiento dado por la víctima en los delitos estableci-
dos en este Capítulo no exime de responsabilidad penal y será irrelevante cuan-
do se haya recurrido a engaño, coacción, violencia, amenaza, abuso de poder, 
fraude, promesa, cobros de pagos, beneficios o aprovechando una situación de 
vulnerabilidad. Además, en todos los casos de personas menores de dieciocho 
años no será necesario demostrar los medios comisivos establecidos en este 
artículo y en el 456-A.

33 Aparece tal como fue modificado por el Art. 32 de la Ley 458 de martes 03 de diciembre de 2024, que reforma 
la Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

Disposiciones ProcesalesSección 2.a

	z Artículo 64. El artículo 1956 del Código Judicial queda así:

	z Artículo 65. Se adiciona el numeral 8 al artículo 2173 del Código Judicial, así:

	z Artículo 2173. No podrán ser excarcelados bajo fianza:

      ...

9. Los imputados por delitos contemplados en el Capítulo IV del Título XV 
del Libro Segundo del Código Penal.

...

33

	z  Artículo 1956. En los delitos tipificados en el Título III del Libro Segundo 
del Código Penal, el procedimiento será de oficio, pero requerirán que-
rella los delitos en los cuales la víctima sea mayor de edad. La querella 
deberá promoverse dentro de los seis meses siguientes a la comisión 
del hecho.

Cuando se trate de los delitos tipificados en el Capítulo IV del Título XV 
del Libro Segundo del Código Penal, el procedimiento será de oficio.

En todo caso, el proceso se iniciará de oficio cuando la víctima sea una 
persona incapaz o con discapacidad, aunque sea mayor de edad.
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	z Artículo 66. El artículo 2530 del Código Judicial queda así:

	z Artículo 2530. Cuando el imputado sea detenido en flagrante delito o 
exista confesión simple de su parte y se encuentre sujeto a detención 
provisional o a medida cautelar equivalente, será llamado a juicio direc-
to, previa solicitud conjunta del imputado y del Ministerio Público.

	z Artículo 67. El artículo 2532 del Código Judicial queda así:

	z Artículo 2532. La solicitud, acompañada del sumario y de las demás pie-
zas procesales, deberá presentarse dentro de los treinta días siguientes 
a la detención provisional o a la confesión, según sea el caso, y al deci-
dirla, el juez dictará inmediatamente el auto de enjuiciamiento.

Salvo que se hayan violado flagrantemente garantías fundamentales, el 
juez negará la solicitud y devolverá la actuación al Ministerio Público. La 
resolución que se dicte no es recurrible.

	z Artículo 68. El artículo 2533 del Código Judicial queda así:

	z Artículo 2533. Ejecutoriado el auto de enjuiciamiento, el juez fijará la fe-
cha de la audiencia y la fecha alterna, que deberán celebrarse dentro de 
los diez días siguientes.

Las partes podrán aducir las pruebas hasta cinco días antes de la au-
diencia y la resolución que decida sobre su admisión será inapelable.

En esta misma resolución, el juez podrá también decretar las pruebas 
que considere deban ser practicadas durante la audiencia.

	z Artículo 69. Se adiciona al artículo 2534-A al Código Judicial, así:

	z Artículo 2534-A. No habrá necesidad de celebrar la audiencia si, oportu-
namente, el Ministerio Público, el querellante si lo hubiere, el imputado y 
la defensa presentan una solicitud escrita para que se proceda a dictar 
sentencia, en los términos comunicados previamente en la indagatoria y 
en la Vista Fiscal.

La sentencia será dictada en un término no mayor de diez días.
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En los casos que se sigan mediante el proceso directo, si el tribunal 
impusiere pena de prisión, esta será disminuida entre una tercera parte 
a la mitad, luego de considerar todas las circunstancias del hecho puni-
ble y de la confesión del imputado.

34 Aparece como fue modificado por el Art. 23 de la Ley 458 de martes 03 de diciembre de 2024, que reforma la 
Ley 79 de 2011, sobre Trata de Personas y Actividades Conexas, y el Código Penal, y dicta otras disposiciones.

	z Artículo 70. El Ministerio Público podrá realizar operaciones encubiertas en el 
curso de sus investigaciones e instrucción de los sumarios con el propósito de 
identificar los autores y partícipes, o para esclarecer los hechos relacionados con 
actividades de delincuencia organizada, o por los delitos mencionados en el Título 
III, en los Capítulos I, II y VIII del Título IX y en los Capítulos I y IV del Título XV todos 
del Libro Segundo del Código Penal.

	z Artículo 71. Cuando existan indicios graves de la comisión de algunas de las con-
ductas delictivas mencionadas en el artículo anterior, y de conformidad con el ar-
tículo 29 de la Constitución Política, la Procuraduría General de la Nación podrá 
solicitar a la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia la autorización judicial 
para la interceptación y registro de las comunicaciones telefónicas, correos elec-
trónicos o el contenido de foros de conversación a través de la red en las que par-
ticipen las personas investigadas, con el objeto de recabar elementos de prueba 
relativos a tales delitos.

Las transcripciones de las grabaciones constarán en un acta en la que solo se 
incorporará aquello que guarde relación con el caso investigado, la cual será re-
frendada por el funcionario encargado de la diligencia y por su superior jerárquico.

	z Artículo 72. Cuando existan circunstancias que ameriten la inmediata intercep-
tación y registro de las comunicaciones telefónicas, de correo electrónico o del 
contenido de foros de conversación a través de la red, la Procuraduría General de 
la Nación elevará la solicitud correspondiente a la Sala Segunda de la Corte Supre-
ma de Justicia.

Para la resolución de las solicitudes a las que hace referencia este artículo, la Cor-
te Suprema de Justicia dispondrá de una instancia de turno, la cual funcionará de 
forma permanente fuera del horario establecido en el Código Judicial.

	z   Artículo 73. Serán aprehendidos provisionalmente por el agente instructor los ins-
trumentos, los bienes muebles e inmuebles, valores y los productos derivados o re-
lacionados con la comisión de delitos contra la trata de personas y delitos conexos.
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Los bienes aprehendidos quedarán a órdenes del Ministerio de Economía y Finan-
zas en la forma prevista en el Código Procesal Penal. El producto de su venta o 
administración, así como el obtenido de su comiso, serán puestos a disposición 
de la Comisión Nacional para la indemnización a la persona víctima y los demás 
fines de esta Ley. 

Fiscalía EspecializadaSección 3.a

1. Trata de personas y delitos conexos.

2. Terrorismo.

3. Blanqueo de capitales, cuando el conocimiento del hecho no haya sido 
asumido por otra fiscalía especializada en los delitos precedentes al blan-
queo de capitales.

4. Los cometidos por los miembros de las organizaciones criminales na-
cionales o internacionales cuyo conocimiento no corresponda otra agencia 
de instrucción.

5. Los que le sean asignados por el procurador o procuradora general de la 
Nación mediante delegación.

También corresponderá a la Fiscalía Especializada contra la Delincuencia Organiza-
da diligenciar las asistencias judiciales internacionales cuando se invoque la Con-
vención de la Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y 
sus Protocolos.

	z Artículo 76. El fiscal especializado contra la delincuencia organizada será nom-
brado en la forma establecida en la ley para el nombramiento de los fiscales supe-
riores, con las mismas atribuciones, derechos, obligaciones y emolumentos que 
correspondan a estos.

	z Artículo 74. Se establece la Fiscalía Especializada contra la Delincuencia Organiza-
da, dentro del Ministerio Público, con sede en la ciudad de Panamá, con competencia 
y jurisdicción en el territorio nacional.

	z Artículo 75. Corresponderá a la Fiscalía Especializada contra la Delincuencia Orga-
nizada iniciar de oficio, por denuncia o por querella, las investigaciones e instrucción 
sumarial, así como el ejercicio de la acción penal, por los siguientes delitos:
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35 Aparece tal como fue modificado por el artículo 49 de la Ley 121 de 31 de diciembre de 2013, que reforma el 
Código Penal, Judicial y Procesal Penal y adopta Medidas contra las Actividades Relacionadas con el Delito de 
Delincuencia Organizada (Gaceta Oficial N.° 27446-B de 3 de enero de 2014).

	z    Artículo 77. La Fiscalía Especializada contra la Delincuencia Organizada contará 
con el personal y las unidades especializadas y técnicas que determine el procu-
rador general de la Nación para el cumplimiento de sus fines.

	z Artículo 78. La Fiscalía Especializada contra la Delincuencia Organizada asumirá 
y continuará las investigaciones y las acciones penales que, al momento de la 
entrada en vigencia de esta Ley, adelante la agencia de instrucción homónima 
creada mediante resolución del Ministerio Público.

Capítulo VII
Disposiciones finales

	z Artículo 79. El Estado proporcionará los recursos idóneos y necesarios para la 
creación de instancias especializadas en la investigación y procesamiento de la 
trata de personas dentro del Ministerio Público, la Dirección de Investigación Judi-
cial de la Policía Nacional, el Órgano Judicial, así como de centros para la asisten-
cia y protección de las víctimas y testigos de trata de personas.

	z Artículo 80. El Órgano Ejecutivo, por conducto del Ministerio de Seguridad Pública, 
reglamentará esta Ley en un plazo de noventa días, contado a partir de su entrada 
en vigencia.

	z Artículo 81 (transitorio). Las disposiciones procesales contenidas en los artículos 
64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71 y 72 de la presente Ley tendrán vigencia hasta que en-
tre a regir el Código Procesal Penal en la respectiva circunscripción judicial.

	z Artículo 82. La presente Ley modifica el artículo 179 del Texto Único del Código 
Penal y los artículos 1956, 2530, 2532 y 2533 del Código Judicial; adiciona el Ca-
pítulo IV al Título XV, Libro Segundo, contentivo de los artículos 456-A, 456-B, 456-
C, 456-D y 456-E al Texto Único Código Penal y el numeral 8 al artículo 2173 y el 
artículo 2534-A al Código Judicial, y deroga los artículos 181 y 183 del Texto Único 
del Código Penal.

	z Artículo 83. Esta Ley comenzará a regir el 1 de enero de 2012.
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Comuníquese y cúmplase.
Proyecto 355 de 2011 aprobado en tercer debate en el Palacio Justo Arosemena, 
ciudad de Panamá, a los veintisiete días del mes de octubre del año dos mil once.

El Presidente,

(FDO) Héctor E. Aparicio Díaz

El Secretario General,

(FDO) Wigberto E. Quintero G.

Órgano ejecutivo nacional. Presidencia de la República, Panamá, República de Pa-
namá, 9 de noviembre de 2011.

(FDO) Ricardo Martinelli Berrocal

Presidente de la República

(FDO) Alejandro Garuz

Ministro de Seguridad Pública, encargado




